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INTRODUCCIÓN. 



Al comisionarme para estudiar el sistema judicial 
de los Estados-Unidos, me recomendó el Gobierno 
Argentino la redacción de un Prontuario que fa- 
cilitase la inteligencia de las leyes y de la juris- 
prudencia de las Cortes Nacionales. El estudio que 
publico tiene por objeto dar cima á este intento, 
ofreciendo al Congreso y al Foro Argentinos, un 
resumen del derecho Norte- Americano ; como 
igualmente mi juicio respecto á las ventajas c 
inconvenientes que nuestro modo de ser opone á 
una imitación servil. 

Los momentos en que aparece este opúsculo, 
no pueden ser mas oportunos. Debiéndose ocupar 
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el Congreso de dictar leyes orgánicas de Justicia 
Nacional, sin cuya acción careceria nuestra organi- 
zación politica de su resorte mas enérgico , conviene 
fijar desde el principio la verdadera doctrina, y 
señalar los peligros que afortunadamente nos ofre- 
ce la esperiencia de otros pueblos. Asi, mi propó- 
sito se reduce á esponer cual es la legislación y 
la jurisprudencia Norte- Americanas ; y al mismo 
tiempo formular una reseña de los medios mas 
oportunos para aclimatar con buen ccsito el sistema 
juridico de uñ pueblo libre. 

Si mis apreciaciones individuales y sinceros co- 
natos en obsequio del bien público, logran una 
acogida favorable y redundan en estimular á otros 
mas capaces, quedarán colmados mis votos. 

M. R. G. 

Florencia, Mayo 25 de 4865. 



CAPITULO I. 

Naturaleza del Poder Judicial Federal 

La atribución mas elerada del Poder Judicial Norte- 
Americano, en cuanto' concierne al Gobierno Nacional, 
es la de interpretar la ley suprema, conservando la 
armenia entre los poderes constituidos. 

Toda vez que ocurra un caso que exija una de- 
cisión sobre materias relativas á la interpretación de 
la Constitución, el agente natural de la inteligen- 
cia que debe darse á ésta es .el Poder Judicial Na- 
cional, de cuya competencia igualmente son ciertas 
cuestiones de interés común, que no se pueden confiar 
sin peligro al fallo de los jueces locales. Este Poder 
carece de espontaneidad, obra solo á instigación de 
parte, corrige el error, evita la opresión, y sirve de 
moderador entre* las fuerzas que se desvian de la 
órbita señalada al 'movimiento no solo de los Estados, 
sino del Gobierno federal. Tanto mas difícil es la mi- 
sión de este Poder, cuanto que la complicación y el 
choque de diversas soberanias dificultan el linde pre- 
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ciso de sus evoluciones reciprocas. Esta creación 
nueva en la historia del derecho constitucional, hace 
posible la limitación impuesta á las atribuciones del 
Gobierno de la Union, como igualmente las reservas, 
derechos y privilegios de los Estados y de los indi- 
viduos. 

Sin este eje principal del mecanismo constitucio- 
nal, las armas habrían usurpado el asiento de los 
jueces. En ninguna parte se ha podido enfrenar el po- 
der de las legislaturas, y las constituciones hubieran 
sido letra muerta, sirviendo tan solo de muda protesta 
contra abusos de todo género, si hubiese carecido la 
organización politica del instrumento destinado á con^ 
tener el desorden. En los Estados Unidos se inició una 
nueva era constitucional, reduciendo á un debate pa- 
cifico las cuestiones que anteriormente era njenester 
encomendar á la fortuna de las armas. 

. Asi pues las Cortes Nacionales, y también las de 
los Estados, fallan sobre la constitucionalidad de los 
actos inherentes á las respectivas legislaturas. Por este 
medio se obtiene igualmente otro resultado de gran im- 
portancia, y es la uniformidad de las doctrinas constitu- 
cionales. Al mismo tiempo, jueces ilustrados y responsa- 
bles mantienen el crédito debido a la ley fundamental ; 
y dé esta manera no hay que temer abusos de mayo- 
rías irresponsables, ni intrigas de facciones. En estos 
principios ha consistido la. garantía mas eficaz de las 
libertades del pueblo Norte-Americano. 

Limitado es el Poder Judicial según la Constitu- 
ción, sea por la naturaleza de las causas comprendidas 
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en su jurisdicción, sea por la calidad de las personas 
que iuTOcan su auxilio. El objeto de la jurisdicción es 
conferir la competencia para conocer en aquellas cau- 
sas que, naciendo de circunstancias especiales determi- 
nadas por la Constitución, se adaptan á ün juicio, por 
su naturaleza y forma. 

Cada uno de los Poderes constituidos tiene su ac- 
ción determinada. La Constitución, las leyes y los 
tratados Nacionales pueden conferir jurisdicción al Eje- 
cutivo, alLegislativo y al Judicial. Asi, la circunstancia 
de surgir una cuestión de un , tratado , de la constitu- 
ción ó de las leyes Nacionales, no es suficiente para 
dar intervención al Poder Judicial Nacional. De los 
tratados nacen algunas cuya decisión corresponde 
esclusivamente al Ejecutivo: por ejemplo, la determi- 
nación de un casus federis. De la constitución pueden 
surgir otras de la competencia del Legislativo, inter- 
viniendo solo el Judicial cuando se suscite un litijio 
entre partes. En fin, de las leyes pueden emanar otros 
debates, cuya decisión corresponda al Legislativo, ó 
al Ejecutivo, según lo dispusiese el Congreso. 

La mera circunstancia de promoverse una cuestión 
de hecho ó de derecho, que ecsija una resolución para 
ejercer funciones anecsas á un oficio público, no pre- 
supone forzosamente la intervención de los jueces. 

La acción del Legislativo y la del Ejecutivo pro- 
duce cuestiones de hecho y de derecho, cuya de- 
cisión igualmente les compete. Estas cuestiones pue- 
den ser judiciales por su naturaleza, es decir, pueden 
ecsijir prueba y decisión , y sin embargo no necesitar 
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de la intervención del Poder Judicial. {Argumento del 
Juez Mar símil, en el caso « Los J^. U. v. Ferreira. ») 

Ecsiste, como se ve, una gran diferencia entre las 
causas qué competen al Judicial y las que deben de- 
cidir los otros Poderes constituidos {Véase Elliot, t. 5, 
P. 483. Madison, Discutimis on the Federal Conven- 
tion). 

Antes de fijar las reglas fundamentales sobre las 
atribuciones del Poder Judicial, debemos detenernos 
citando algunas decisiones que ilustren la materia. De 
un tratado, puede nacer un caso de ley, ó de equidad, 
susceptible de una acción en juicio, toda vez que los 
derecbos que ese tratado confiere ó garante á ciertos 
individuos, sean controvertibles ante los tribunales. 
Por el contrario, un caso de estradicion puede tener las 
condiciones requeridas para producir materia judicial, y 
corresponder no obstante al Ejecutivo, ya por las esti- 
pulaciones especiales que ,el tratado encierre, ya por las 
disposiciones legales que afecten á su ejecución. 

La ley del Congreso espedida eñ 23 de Mayo de 1792, 
se propuso conferir jurisdicción á las Cortes de Circuito, 
para conocer y resolver ciertas reclamaciones relativas 
á pensiones otorgadas á los inválidos del Ejército de la 
Independencia. El juicio de estos tribunales debía ser 
sometido, según la ley, al Ministro de la Guerra, quien, 
á pesar de la resolución, podia declarar improbados 
los hecbos, y- no. incluirlos en las partidas del presu- 
puesto. Cuando se presentó el primer caso de este gé- 
nero á las Cortes de Circuito, mucbos de los" jueces 
se negaron á cumplir la ley, fundados en que no po- 
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dian considerarse tales, desde el momento que su re~ 
solución no debia hacer cosa juzgada. Otros le dieron 
cumplimiento, entendiendo que obraban como meros co- 
misionados. La Corte Suprema sentó la doctrina legal, 
fundándose : 1° En que el poder que se babia preten- 
dido conferir á las Cortea de Circuito, no era un po- 
der judicial en el sentido de la Constitución, y que 
por lo tanto no podia obedecerse ; 2^ En que, propo- 
niéndose la ley del Congreso conferir á las Cortes 
atribuciones judiciales, éstas no eran compatibles con 
una comisión. - {Argumento, del Juez Marshally en el 
caso de John Bohhins.) 

Los deberes oficiales de los Ministros y demás ge- 
fes de los departamentos, no son meramente ministe- 
riales. En la administración de los varios é impor- 
tantes asuntos que tienen que resolver, deben obrar 
según su discreción. Esta basta para espliear las leyes 
y resoluciones del Congreso, cuya ejecución les corres- 
ponde. En casos dudosos pueden tomar consejo del Fis- 
cal general. Sin embargo, llevándose ante las Cortes 
Nacionales una causa que envuelva la interpretación 
de una ley sobre impuestos , les jueces no se bailaran 
ligados á la interpretación dada por el Ministro. 

Si la considerasen errada, la declararan tal, advirtien- 
do empero que el juicio de la Corte solo recae en cuestión 
entre partes, y en materia de sú competencia. La Corte 
Suprema no puede admitir un recurso de apelación sobre 
decisión dictada por uno de los Departamentos, ni 
revisar una sentencia espedida én materias que deben 
fallarse según la ley, á juicio ó discreción ministe- 
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rial^ ó de un empleado de Gobierno. Tampoco puede 
espedir autos de mandamuSy ni obrar directamente so- 
bre el oficial ó empleado, ni dirijir ó fiscalizar su cri- 
terio, tratándose de materias que entren én la esfera 
de sus atribuciones. La intervención del Poder Judi- 
cial en él ejercicio de las funciones ordinarias de los 
Departamentos que componen el Ejecutivo , solo produ- 
ciria males y conflictosv (Véase 12. Peters 524. /. Ho- 
ward 120. Peters 14-130) (1). 

Conviene ocuparse con alguna detención de la doc- 
trina relativa á la acción del Poder Judicial, con res- 
pecto al Legislativo, cuyo contacto es tan frecuente. 
La misma dificultad que ofrece la falta de un linde 
preciso entre las jurisdicciones de uno y otro Poder en 
la práctica de sus respectivas atribuciones constitu- 
cionales, como también la diversidad de opiniones que 
envuelve sobre el particular la jurisprudencia de las 
Cortes Norte- Americanas , recomiendan el estudio de 
la materia de un modo especial. — Los únicos prin- 
cipios generales que pueden sentarse sobre la natu- 
raleza del Legislativo, se reducen á los siguientes: 

Primero. La ley debe ser dictada y sancionada 
por la Legislatura, siendo nula la delegación que baga 
ésta de sus atribuciones, sea en otro de los Poderes 
Cojxstituidos, sea en el pueblo mismo. 

Segwndo. Una ley que tenga por objeto hacer una 
escepcion en beneficio de un particular, no entra en 

(4) Estas citas se refieren al número y página de la Colección de 
decisiones de la Suprema Corte, como igualmente al nombre del Re- 
dactor. 
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las facultades del Legislativo, y por consiguiente es 
nula. ' 

Tercero. Lo es igualmente toda ley que se proponga 
influir, ó afectar la decisión de un dereclio privado y 
litigioso. ' . ' 

Cuarto, Toda ley que, sin necesidad de interés pú- 
blico, trate de intervenir en dereclios adquiridos so- 
bre dominio privado, ultrapasa los limites legislativos. 

Estos principios no se hallan tal vez al abrigo de 
escepciones, si bien servirán de regla aprocsimativa pa- 
ra caracterizar la verdadera naturaleza del Legislativo. 
¿ Podrá acaso el Poder Judicial ejercer su intervención 
en las leyes, prescindiendo de las limitaciones que le 
impone la Constitución, y alegando motivos de mo- 
ral ó justicia abstractas? 

Los principales argumentos que invocan los que 
sostienen esta doctrina, sé fundan en dos consideracio- 
nes: 1.*^ En un pueblo libre no debe ecsistir un po- 
der absoluto é irresponsablOr — 2,® Hay cierto^ prin- 
cipios de derecho natural que debe respetarla misma 
legislatura. 

A estos argumentos se responde ' que si por abso- 
lutismo de Poder se entiende la absorción de la auto- 
ridad en un hombre ó corporación, como súcedia en 
el Imperio Romano, la aserción es banal. La división 
de los Poderes Constitucionales evita este inconvenien- 
te. Pero si se pretende que cada una de las autorida- 
des constituidas no debe ser soberana en su esfera , 
el principio no solamente es falso, sino imposibilitaría 
la ecsistencia de los Gobiernos. No es posible negar en 
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la práctica, que cualquier sistema de Gobierno re- 
quiere tribunales cuyo fallos sean inapelables, como 
igualmente autoridades que definan las cuestiones. Para 
conseguir este resultado, es indispensable que en to- 
dos y cada uno de los Poderes constituidos, ecsista 
una autoridad suprema é inecsorable, cuya decisión 
sea definitiva. Proceder de otro modo seria desquiciar 
al despotismo Legislativo, y transmitirlo al Judicial. 

No es menos falso el segundo argumento. Muy 
plausible es decir que no debe permitirse al Legisla- 
tivo sancionar una injusticia flagrante; pero si se 
autoriza al Judicial para fiscalizar indefinidamente los 
actos de aquel, resultárian para éste atribuciones Le- 
gislativas. 

Al conferir al Legislativo la formación de las leyes, 
todas las Constituciones escluyen al Judicial de seme- 
jante prerrogativa ; pero seria ilusoria la esclusion del 
citado Poder , si se le acordase la facultad de negarse 
al cunjplimiento de una ley, bajo el pretesto de bai- 
larse esta misma en oposición k los principios de jus- 
ticia ó moral abstractas. Ademas ¿quién decidirá acerca 
de estos principios? ¿A quién toca limitar al Poder 
JudÍ€Íal, una vez facultado para anular los actos de 
la Legislatura , alegando la defensa del derecho natu- 
ral, las opiniones politicas, ó los principios privados 
de los mismos Jueces? 

De la limitación de los Poderes Constituidos, en su 
esfera de acción respectiva, nacen las doctrinas que á 
continuación se espresan. 

El deber de los tribunales es administrar justicia, 
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aplicando las leyes que dicta el Legislativo, sin poder 
por esto alterarlas con el propósito de remediar los 
abusos á que su aplicación se prestaria. 

El Poder Judicial no tiene que intervenir en la esfera 
legislativa, mientras no se viole la ley fundamental. 

Por lo que respecta al Legislativo, su interven- 
ción en los casos particulares cesa gradualmente, á 
medida que el Judicial se halla debidamente consti- 
tuido. Su acción se limita á dar disposiciones que 
tengan efecto en el porvenir, de un modo uniforme. 

Por lo tocante á la intervención judicial en ma- 
terias constitucionales (atribución peculiar del derecho 
Americano), merece un estudio especial, tanto por las 
amplias atribuciones que confiere ésta materia á los ju- 
ces, cuanto por las importantes garantias que ofrece á 
la libertad. — En América el poder que se ha tratado 
de contener en sus justos limites, es el de las mayo- 
rías, en lucha constante con la minoria; y la seguridad 
encontrada no hubiera sido bastante sólida, sin una 
disposición constitucional. 

En la Union y en los Estados , el juez sirve de 
intérprete tanto á la ley fundamental Nacional, como 
á la local. Toda Constitución en Norte- America declara 
ciertos principios, y establece restricciones que tienden 
á limitar al Poder Legislativo. 

Ningún Estado puede dar leyes que alteren las 
obligaciones nacidas de los contratos. — La propiedad 
particular nx> puede ser espr opiada para uso público, 
sin indemnización previa. 

Tal es el lenguaje perentorio del pueblo, para 
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contener y fiscalizar á sus delegados. — La aplica^ 
cion de estas disposiciones corresponde al Poder Ju- 
dicial. 

Este decide, ^n todos los oasos, cual es la verda- 
dera interpretación qu^ corresponde dar á la Consti- 
tución en los puntos dudosos ; si es constitucional ó 
no una disposición legislativa que se somete á su 
decisión y ecsámen; limita al poder Legislativo, y 
se reviste hasta cierto punto del carácter de en- 
tidad politica, ejerciendo una influencia marcada so- 
bre la educación y el espiritu le.gal del pueblo. — 
Abogados y Jueces sé ven impulsados á un ecsámen 
continuo de los grandes principios, cuyo conjunto con- 
stituye el Gobierno; y la difusión de estos conoci- 
mientos acrecienta el número dé sus sostenedores, en 
proporción al de las personas que constantemente in- 
tervienen en las cuestiones légales. — De los Poderes 
Constituidos, el Legislativo y el Judicial son sin duda 
los mas difíciles de limitar con precisión. Estando en 
la naturaleza de toda autoridad ensanchar sus atri- 
buciones, es un deber de los Magistrados Nacionales 
dar el ejemplo de resistencia al « espiritu de invasión 
que incita a los Poderes públicos a absorber atribu- 
ciones que no les corresponden^ creando asi un verda- 
dero despotismo» (1). 

Reasumiendo la doctrina reconocida por la Juris- 
prudencia déla Cortes Americanas, puede decirse: 

V Que la legislatura debe limitarse á la sanción 

(1) Despedida de Washington. 



de la leyes, las cuales deben revestir las condicio- 
nes que establece el derecho para su validez. 

2** Que al Poder Judicial corresponde el derecho, 
como ig-ualmente el deber, de contener al Legislativo 
dentro del limite de sus atribuciones. 

3^ Que no está autorizado para repeler, suspender, 
ó anular las leyes, cuya naturaleza y objeto son del 
resorte del Legislativo, aun cuando estas mismas leyes, 
á juicio de los Magistrados, se opongan al derecho 
natural, á la moral, ó á la justicia abstracta. 

4** Cada uno de los poderes constituidos es so- 
berano en su esfera. {Véase á Kent Comentarios^ t. /, 
paj. 408 y 488.) 

• En una causa en que se discutia la validez de 
una ley de la Nueva Jersey, el Presidente déla Corte 
Suprema Nacional usaba de estos términos : « Nosotros 
no podemos declarar nula una ley, por la circunstancia 
de repugnar á nuestras opiniones politicas , ó á la con- 
veniencia de la justicia. — No somos tutores de los 
derechos del pueblo de un Estado, á menos que éstos 
se hallen garantidos por una disposición constitucional 
que nos confiera jurisdicción sobre el caso. El reme- 
dio contra una legislación opresiva é injusta, estriba 
en el patriotismo y en la sensatez del pueblo. — El 
Poder Judicial no puede arrogarse los derechos de 
éste. y> 

Es difícil como regla general (dice otra resolución) 
limitar las atribuciones del Poder Legislativo por in- 
termedio del Judicial, á menos de fundarse en una 
disposición constitucionaL Autoridades muy respetables 
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sostienen la nulidad de las leyes que contraríen los 
pi'incipios fundamentales del derecho. El principio es 
indisputable como regla para la legislatura, con rela- 
ción á sus propios actos, ó á los de las anteriores, 
sirviendo también de regla de interpretación para los tri- 
bunales, en los casos en que se trate de esclarecer leyes 
dudosas, y de evitar una decisión que responsabilize á 
la Legislatura por una sanción injusta. Nunca debe 
presumirse semejante intención en los Estados; pero 
si la ley no admitiese otra interpretación , si su testo 
fuese claro y espreso, no vemos en que pudiera apo- 
yarse el Poder Judicial para rehusar su complimiento. » 
{Decisión de la Corte de Error de N. York.) 

Estas decisiones no tienen en su favor el apoy© 
de todos los jurisconsultos americanos. 

La materia no puede plegarse á principios fijos, 
si bien merece meditarse esta jurisprudencia, pues es 
difícil hallar otra, solución sin comprometer la armonia 
é independencia de los Poderes. — r Para evitar el abuso 
del Legislativo, no debemos esponernos á la opresión 
del Judicial, peligro que afortunadamente han sabido 
evitar la sensatez de los magistrados de la Union, y la 
acertada organización del Poder Judicial. 

El tiempo ha demostrado la sabiduria que presidió 
á la organización de la Justicia Federal, desde la ley 
de 1789 hasta nuestros dias. El conjunto de este 
sistema ha tenido el écsito mas feliz en su aplicación 
á los variados y delicados negocios, suscitados ante 
los tribunales federales por mas de setenta años. 
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CAPITULO IL 



Derecho Norte Americano, 



Los colonos que poblaron la América inglesa, asen- 
tando en el nuevo mundo los cimientos de la Repú- 
blica que tanto ha contribuido ¿consolidar la liber- 
tad democrática, conservaron como un. depósito sa- 
grado las mácsimas tradicionales que forman el derecho 
politice y civil de la metrópoli- 
Profesó y trasmitió la emigración á sus descen- 
dientes su culto por el derecho consuetudinario,» que 
aceptaron y aplicaron las colonias según lo requería su 
nueva situación. Pero, como cada una de estas mismas 
se gobernaba de por si, la adopción del citado derecho 
que podemos llamar fundamental, sufrió modificaciones 
más ó menos considerables. Asi pues, faltaba un có- 
digo general, en términos que el d.erecho consuetudi- 
nario recuerda las leyes forales de la Monarquía 
Española, como igualmente las costumbres de ciertas 
provincias de Francia, 

En su origen no pasó el Cornmon law de una co- 
lección de costumbres feudales, que se insinuaron hasta 
penetrar en las leyes, definiendo y deslindando las re- 
laciones entre los reyes y subditos, dando origen á 
jurisdicciones varias, cuyos interpretes fueron los jue- 
ces, y las libertades inglesas el baluarte. 

Al romper los vincules que los ligaban con la me- 
trópoli, apoyaron los Americanos su causa alegando 
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las violaciones que hacia la Madre patria del derecho 
consuetudinario. No obstante la Independencia produjo 
por el hecho mismo, un gran cambio en la naturaleza 
del common law^ resaltando una Constitución escrita 
para la América, y feneciendo el imperio politice de 
aquel derecho, que solo conservó autoridad interpre- 
tativa. Pero la aplicación de la costumbre á las cues- 
tiones judiciales, no satisfacia; aun en Inglaterra, á 
todas las ecsigencias, á pesar de su Índole acomoda- 
ticia á nuevos tiempos y á nuevas ideas. Los jueces 
ingleses no podian hacer plena justicia á las partes 
que invocaban su ministerio, puesto que tenian que 
aplicar estrictamente el common /¿z^z?, deficiente y for- 
mulista. De aqui nació el derecho de equidad, eqmty 
law. Este fué en su origen una prerrogativa de la 
Corona. El juez de equidad no decide arbitrariamente, 
sino obedece á principios que reglamentan y definen 
la jurisdicción; y es menester buscar en las decisio- 
nes, verdadero código de la Inglaterra y de Améri- 
ca, las diverjencias de una y otra manera de proce- 
der, que son muy considerables. La jurisprudencia de 
equidad se acerca á la romana, mientras los tribuna- 
les del derecho consuetudinario están ligados á fór- 
mulas y ficciones tan complicadas como absurdas. La 
escuela inglesa que menosprecia tanto ^el sistema de 
las legislaciones de origen latino, es precisamente la 
que conserva en Europa las sutilezas, ficciones y fór- 
mulas decrépitas que estas últimas han . relegado al 
olvida. 

En Norte-América muchos estados carecen de Cor- 
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tes especiales de equidad ; pero las lejisladores se han 
visto en la necesidad de conferir esta jurisdicción á 
los 'jueces del derecho consuetudinario. En Inglaterra 
se trató hace pocos años de hacer una innovación se- 
mejante, procediéndose ¿nombrar una comisión encar- 
gada de someter al Parlamento un informe sobre las 
reformas que conceptuase necesarias en los procedi* 
mientos. El dictamen de ésta, quo hace resaltar los vicios 
del procedimiento del common law , concluye diciendo : 
« Los comisionados del gobierno creen que no es fácil 
innovar un sistema arraigado en la Jurisprudencia in- 
glesa, sistema que es menésl^er aceptar con ^ sus ven- 
tajas é inconvenientes, si se quiere evitar un verda- 
dero caos. Lo cierto es que el derecho consuetudinario 
con todos sus adelantos, seria intolerable sin la equi- 
dad. » {The Jurista t. 1. Londonl) 

Antes de ocuparnos del procedimiento ante unos y 
otros tribunales; procedimiento que gobierna á las Cor- 
tes nacionales en todo aquello que no ha sido legislado 
y reglamentado por las mismas con autorización del 
Congreso, es menester detenernos á observar que los 
Norte-Americanos han conservado mas de lo que se 
cree las tradiciones jurídicas de la Inglaterra. Lejos 
de dejarse seducir por el espíritu de la originalidad, ó 
de la imitación, pensaron juiciosamente que las leyes 
cuando no son la espresion de las costumbres, son letra 
muerta, que sobrevive muy poco al calor del entu- 
siasmo de la novedad, refluyendo en descrédito de 
las instituciones. Cualquiera que investigue el dere- 
cho americano, reconocerá que necesita comenzar á 
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estudiarlo en Inglaterra, y que Bla^ckstone y Coke, 
son, juntamente con Kent, los libros elementales de las 
escuelas de dereclib en aquel pais. 

La jurisprudencia de los tribunales, tanto en Amé- 
rica como en Inglaterra, es la voz viva de la ley. El 
Poder Judicial , obrando dentro de la esfera de su vi- 
talidad, ecsamina los precedentes, y si los halla en- 
teramente aplicables al caso en cuestión , decide según 
este mismo. En ambos países, los Tribunales están 
facultados para deducir todas las consecuencias del 
derecho, según lo ecsijan las infinitas modificaciones 
de los casos ocurrentes. — Los Americanos creen, 
como los Ingleses, que la ley no puede conservar 
la independencia que le corresponde, ni tener el ciu- 
dadano garantida la libertad, si el Poder Judicial no 
posee esclusivamente la atribución de administrar jus- 
ticia. 

En cuanto nos concierne, opinamos que no se puede 
recomendar en demasía la previsión contenida en esta 
doctrina tocante á la independencia del poder Judicial, 
si bien no andaría errado quien asegurase que ,en 
América se ha respetado poco la autoridad de los pre- 
cedentes, no solo en las causas de- derecho consuetu- 
dinario, sino en lo relativo al Constitucional. Según 
la colección de informes {repoi^ts) , ecsige el citado sis- 
tema una memoria prodigiosa, y una sag-acidad rara (1). 



íl; La librería de nn abogado inglés se compone de 500 volúme- 
nes por lo menos. Cerca de 35.0 comprenden las decisiones de los tri- 
bunales, ó la esposicioh judicial de la ley. Los demás encierran la doc- 
trina que rnerece mas ó menos crédito, según el nombre del autor. Las 
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En nuestro concepto equivale á degradar la ciencia, 

el subordinarla á la autoridad de la jurisprudencia 

délos tribunales. El jurisconsulto acreedor á este titulo, 

ecsamina las disposiciones de la ley, y, á falta de tes- 
to, se penetrado los principios, desarrollando sus 

consecuencias, y procurando complementar la intención 
del legislador. 



CAPITULO III. 

Organización, competencia y procedimientos 
de las Cortes Federales. 



Para facilitar el despacito dé los negocios de carác- 
ter Nacional, la Corte Suprema que solo egerce en 
lijnitados casos jurisdicion originaria, siendo principal- 
mente tribunal de apelación, tiene dos clases de juzga- 
dos inferiores, con los que comparte la administraccion 
de la justicia Federal. — Éstos conocen sumariamente 
de ciertas causas de poca importancia, y egercen la 



decisiones no constituyen únicamente el commentario , sino son la ley 
misma, como las Pandectas son partes del corpus juris. No hay magis- 
trado capaz diB fallar con acierto, ignorando este cúmulo^ de decisio- 
nes. Cada libro de éstas contiene aprocaimadamente 500 qua hacen auto- 
ridad. Esto da un término medio de 475,000 articulos de ley. Un solo 
caso puede presentar diez ó veinte puntos legales, que á no estar 
comprendidos en lá decisión, modifican ó anulan la autoridad invocada 
en el caso. En Norte-América las decisiones de las Cortes Nacionales y 
las de los Estados,* forman una biblioteca. Según es la estension jurisdic- 
cional de la Cortes de los Estados Unidos (dice Mr Story), se ve que 
ecsigen de los magistrados trabajos y estudios mas variados y estensos tal 
vez, que. los que serian precisos para presidir á tribunal alguno. 
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jurisdicción de primera instancia en otras de mayor 
entidad. 

Al efecto se ha divido la Union en Distritos , y en 
cada uno de ellos se halla un juez Federal permanente 
é inamovible que preside á la Cortes (1). 

Ademas, la Union tiene nueve Circuitos: cada uno 
de los vocales de la Corte Suprema debe recorrer el 
suyo dos veces por año, y presidir, asociado al Juez 
de Distrito, á una Corte de Circuito. — El Congreso con- 
fiere á éstas la jurisdicion según las atribuciones que 
al efecto le concede la Constitución Nacional; pero, 
no pueden egercerla en un caso determinado, fundadas 
en la sola circuní>tancia de ser éste del número délos 
que la Constitución comprende en las atribuciones del 
Poder Judicial Nacional. Mientras el Congreso no re- 
glamente el eg'ercicio de una jurisdicion, los jueces 
federales no están autorizados para ejercitarla, aun- 
que la causa sea de carácter Nacional por su natu- 
raleza, ó por la calidad de las partes. — Reaulta de 
este principio, que si el Congreso no lia legislado sobre 
el modo y forma de intervención de las Cortes Fede- 
rales, éstas deben abstenerse de conocer. 

Jurisdiccimí concurrente de los" tribunales de los Es- 
tados. — Es un principio reconocido en las Cortes de la 
Union, que los tribunales locales retengan toda la juris- 
dicción que ejercian antes de sancionarse la Constitución 
Nacional, á menos que: 1.** Esta, en términos espre- 



(i) Originariamente cada Distrito comprendía un Estado. Leyes pos- 
teriores han alterado esta disposición. 
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sos , la haya transferido á las Cortes Federales , prohi- 
biendo el ejercicio dé la jurisdicción concurrente, ó el 
uso de un derecho ó facultad al Estado, ó á sus tribu- 
nales; 2.^ cuando el ejercicio de este derecho fue«e 
por su Índole y objeto incompatible con la jurisdicción 
concurrente. 

Asi, los tribunales locales pueden conocer, en con- 
currencia con los Federales, en todos los casos que, 
salvas las escepciones indicadas, entraban en su 
esfera ordinaria antes de dictada la Constitución Nacio- 
nal, pero no en las que procedan de una competencia 
creada por ésta. 

El Congreso , en virtud de sus atribuciones legisla- 
tivas, puede confiar la decisión de las causas proce- 
dentes de sus leyes , á las Cortes Federales privativa- 
mente, con esclusion de los tribunales de los Estados ; 
pero si esta circumstancia no se espresa en la ley, y el 
caso puede entrar en la jurisdicción concurrente, conoce- 
rán unas y otras, salvo el recurso de apelación á la 
Corte Suprema de la Union, sin cuya intervención, las 
resoluciones locales no puedan hacer cosa juzgada. 

El Congreso puede escluir á los tribimales de los Esta- 
dos, en todas las causas que comprenda la competen- 
cia del Poder Judicial Federal, y es arbitro del egerci- 
cio de la jurisdicción concurrente de los tribunales 
Federales y locales, pudiendo. revocar, ó ^anular la 
intervención de los últimos en materias Nacionales, 

Los tribunales locales pueden intervenir incidental- 
mente, al egercitar su jurisdicción ordinaria, en cau- 
sas que procedan de la Constitución, de las leyes, 
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ó de los tratados nacionales. Igualmente pueden decidir 
sobre la validez de las leyes de otras legislaturas, con 
relación á la Constitución Nacional; pero en todos 
estos casos, la Corte Suprema conserva la última ins- 
tancia. 

Juzgados de Distrito. — Para facilitar la adminis- 
tración de la Justicia Fed^al, la Union se ha divi- 
dido en Distritos, cada uno de los cuales comprende 
por lo generar un Estado; los mas estensos y popu- 
losos, como Nueva York y Filadelfia, tienen dos. Estas 
Cortes son desempeñadas por un Juez Federal perma- 
nente, que abre varias sesiones anuales por el tiempo 
y en los lugares que designa la ley. 

Competencia de las Cortes de Distrito. — Egercen 
jurisdicción privativa respecto á los tribunales locales, 
tratándose de delitos ó contravenciones leves á leyes 
Nacionales,, siempre que se hubiesen cometido dentro 
de los limites del Distrito, ó en alta mar;- y cuando 
la pena se reduce á prisión por corto tiempo, ó á multa 
de poca entidad. Egercen también jurisdicción origina- 
ria y privativa, tratándose de . causas de Almirantazgo 
y Competencia maritima; como igualmente de embargo 
por infracción á las leyes de Aduana, de navegación 
y de Comercio Nacionales, siempre que aquel se hubiese 
verificado en alta mar, ó en aguas comprendidas en el 
Distrito, y navegables desde el Océano por embarcacio- 
nes de diez ó mas toneladas. Enfin aplican las penas con- 
siguientes á estos delitos, como tribunales de lo crimi- 
nal. Asi mismo, á estas Cortes compete la jurisdicción 
concurrente con las de Circuito, y con las de los Esta- 
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dos: L® tratándose de causas en que eis parte un 
estrangero que invoca reparación, por un derecho que 
corresponde al de (Grentes, ó que le otorga un trata* 
do; 2.^ también les compete el conocimienco de toda 
causa de derecio consuetudinario, en que los Estados 
Unidos sean demandantes, y el pleito no ascienda á 
mayor cuantia. — Igualmente les corresponde juris- 
dicción pi'ivativa , con esclusion de los- tribunales dé- 
los Estados: V tratándose de causas contra Cónsules, 
ó Vice-Cónsules, siempre que éstas sean de poca im- 
portancia. — La ,egercen también (privativa) tratándose 
de procedimientos relativos á anulación de patentes 
obtenidas por subrepción , ú obreccion ; como igual- 
mente en los reclamos sobre capturáis verificadas á tiro 
de canon de las costas, sea cual fuere el reclamante. 
La enmienda 7^ de la Constitución Nacional escluye 
de la jurisdicción del Almirantazgo, los contratos regi- 
dos por el derecho consuetudinario. Esta jurisdicción 
se funda, por lo general, en la materia del contrato, 
y no únicamente en el lugar de su celebración. Si. la 
materia del contrato se refiere á la navig'acion marí- 
tima, aunque este se haya celebrado en tierra, el pleito 
compete a la jurisdicción del Almirantazgo. Las Cortes 
de Distrito egercen también jurisdicción sobre todos 
los pasages {rQadsteads) , puertos y rios que no se hallen 
dentro de los limites de los condados. — En cuanto á 
los contratos, sean ó no maritimos, la jurisdicción de- 
penderá de la materia del pleito. Respecto á los deli- 
tos, ó infracciones, se atenderá á la localidad en que 
se hayan verificador por egemplo, si es en alta mar, 
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Ó en puertos dentro ó fuera del limite de la- marea. 

Todas las Cortes de Distrito egercen plenamente la 
jurisdicción de Almirantazgo. 

Investidos como se hallan los tribunales federales 
del conocimiento esclusivo en primera instancia, de to- 
dos los embargos verificados en tierra, 6^ á bordo de 
trasportes marítimos; como igualmente de las cues- 
tiones que versen sobre penas y embargos decreta- 
dos por leyes Nacionales, siempre que algún oficial 
ó empleado de la Union secuestre con sujeción á la ley, 
la cuestian relativa á este acto es del resorte esclu- 
sivo de las Cortes Federales. La resolución sobre la 
legalidad ó nulidad del mismo hace cosa juzgada en 
la Corte de Distrito.^ Las autoridades judiciales del 
lugar en qtie se hubiese verificado el embargo, en 
virtud de leyes Nacionales, no tienen jurisdicción ni 
intervención alguna, ya sea que se trate de la pose- 
sión del objeto secuestrado, ó bien de su restitución 
después de dictada sentencia aiísolutoria por la Corte 
dé Distrito., — - No obstante que la jurisdicción fiscal de 
ésta, se limita, en acciones reales, á comisos por vio^ 
lacion de las leyes de impuesto, navegación y comer- 
cio, estas Cortes no tienen jurisdicción para obligar 
al pago de derechos. — Como tribunal de Almiran- 
tazg:o, su competencia es mista de real y personal. — 
La jurisdicción marítima y de Almirantazgo que se ha 
delegado al Gobierno Nacional, no se limita á las cos- 
tas marítimas {tide water s) ; antes bien se éstiende á 
los lagos navegables, y á los ríos que facilitan el 
comercio interno y esterno. Las Cortes de Distrito no 
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egercen jurisdicción sobre las embarcaciones empleadas 
en la navegación interior, tratándose de cuestiones entre 
condóminos, ó de abónos de sueldos de marineros. 
Tampoco la tienen relativamente á perjuicios ocasiona- 
dos en alta mar por corsarios debidamente patentados, 
debiendo el neutral reclamar ante los tribunales del 
captor. 

La organización de las Cortes de Distrito se re- 
duce á un Juez Nacional inamovible, un Fiscal, un 
actuario, un oficial ejecutor, y un pregonero. — Los 
Jueces de Distrito no se diferencian de los demás 
Jueces Nacionales, siendo iguales la forma de su 
nombramiento, la duración del cargo, y el acto de su 
recepción. El actuario es nombrado por la Corte mis- 
ma, y presta uiíá fianza antes de entrar á ejercer 
su funciones [Ley del 24 de Sept. 1-789). Los escribanos 
de Distrito se hallan autorizados por la ley para prac- 
ticar ciertas diligencias preparatorias y de trámite 
en ausencia, ó impedimento del Juez [Ley del 8 de 
Mayo de 1792). Tudos los depósitos que entren en el 
juzg-ado, deben' pasar sin demora al Banco Nacional 
del Distrito, como también las sumas que ingresasen, 
de cualquier manera siendo obligación del actuario 
llevar un libro al efecto bajo su responsabilidad, — 
No pueden sacarse los depósitos sin orden judicial, y 
debe determinarse su procedencia y destino. Si en el 
Distrito no hubiese Banco, el juez dispondrá lo con- 
veniente sobre las sumas indicadas. — Es también 
obligación del actuario comunicar al Ájente de la te- 
sorería una lista periódica de todos los juicios y de- 
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crétos ^ espedidos sobre causas que interesen á los 
Estados-Unidos, con demostración del haber, ó debe 
de éstos, y plazo del pago. {Cap. 10 p. 58 Stat. at 
Lar ge). 

Una ley posterior ha creado uñ nuevo funcionario 
{Solicitor of the Treasury) Agente del tesoro , á quién 
deben comunicarse estos datos. (Mayo 27, 1830.) — 
Otra determina los emolumentos que corresponden al 
escribano, y oficiales del- tribunal. El Marshall está 
encargado de ejecutar las resoluciones de la Corte 
de Distrito., Es nombrado por el Presidente, con no-, 
ticia y consentimiento del Senado, por el término de 
cuatro años ; pero es amovible á discreción .de aquel. 
(Sept. 24, 17.89). . 

Fiscales de Dutrito. ^ — Segnin lo dispuso la ley 
de 24 de Septiembre del 1789 « debe nombrarse encada 
Distrito un letrado-de crédito como fiscal de los Estados 
Unidos, siendo de su incumbencia acusar en el Distrito á 
los delincuentes que hayan cometido crimenes ó infraccio- 
nes contra ks leyes Nacionales; y accionar en toda causa 
civil que interese á los Estados-Unidor, con escepcion 
de las que se debatan ante la Corte Suprema del Dis- 
ti'ito. {Cap. 20, § 35, 1, stai. at Large^ p. 73.) 

Los Fiscales dé Distrito son nombrados por el Pre- 
sidente, con noticia y aprobación del Senado. — Las 
funciones de éstos duran cuatro años, y son amo- 
vibles (Mayo 15, 1820). Otra ley de la misma fecha 
dispone que: « El Fiscal de Distrito de los* Estados 
Unidos , en los diversos tribunales federales de este 
género, tratándose de acciones deducidas en nombre 
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y en beneficio de la Naxíion, deberá confox*max'se á las 
instrucciones que reciba del Agente de la tesorería. 
Ademas será obligación de los fiscales de Distrito pasar 
á este último un estado délas causas de interés fiscal, 
estén pendientes ó fenecidas , luego que venzan los 
plazos de las sei^iones judiciales iie los Distritos, Cir- 
cuitos, ó Cortes de Estado en que se trate de este 
género de negocios (Mayo 15, 1820). 

Comisionados á efecto 4e inf mamarse sobre la su- 
Jioiencia de las fianzas; y declaraciones juradas etc. 

La ley de 20 de Febrero de 1812, autorizaba á 
las Cortes de Circuito para nombrar personas compe- 
tentes á efecto de tomar alguüas declaraciones, y 
ecsaminar Ib, suficiencia de las fianzas, siempre que las 
circunstancias del caso lo requiriesen. Por lo gene- 
ral se confia esta comisión á los abogados. Disposi- 
ciones posteriores del Congreso han ampliado las fa- 
cultades de los comisionados^ siendo hoy un oficio de 
importancia y responsabilidad. — Las facultades que 
se acordaron por la ley citada á las Cortes de Cir- 
cuito, se estendieron después á las de Distrito. — Estos 
comisionados se hallan investidos con todas , las atri- 
buciones de jueces de paz, para la dirección y arreglo 
de las tripulaciones mercantes, y la persecución de los 
delitos contra las leyes de la Union, teniendo el dere- 
cho dé aprehender y acordar libertad bajo fianza, 
en los mismos términos que pueden verificarlo los 
jueces de paz y otros magistrados, en virtud de la 
sección 33 de la ley orgánica déla justicia Nacional. 

En los delitos cometidos en alta mar, ó en luga- 
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res comprendidos en lá jurisdicion del Almirantazgo 
j Competencia maritima, pueden recibir declaraciones 
á cargo y á descargo, siempre que fuese urgente la 
deposición del testiguo, como también ecsigir renovación 
de fianza en las" causas criminales, ó prisión en caso 
de no prestarse éstas á satisfacción {ley del 8 de Agosto 
de 1846). A solicitud de los Cónsules, vice-Cónsules , 
ó Agentes Comerciales de las Naciones amigas, tanto 
los Comisionados, como los tribunales de Distrito, y de 
Circuito de los Estados Unidos, están habilitados (ec- 
sistiendo tratados al efecto) para allanar los obstáculos 
que obsten al cumplimiento de las estipulaciones de 
dichos tratados, y á las medidas que los Cónsules , vice- 
Cónsules etc. crean deber tomar en virtud de los mis- 
mos tratados, respecto á cuestiones que tuvieren lugar 
en hjs puertos entre capitanes y tripulaciones de bu- 
ques estranjeros [Ley del 8 de Agosto del 1846). 

Solo son apelables las resoluciones de las Cortes de 
Distrito ante las de Circuito en causas de Almiran- 
targo y jurisdicción maritima. 

Cortes de Circnito, — Organización, — Estas Cortes 
se abren anualmente en cada Distrito por unu ó mas tér- 
minos. Las preside uno de los Jueces de la Corte Suprema, 
d'ísignado especialmente para uno de los Circuitos, y 
se le asocia el Juez del Distrito á que corresponde 
el Circuito .(1). Originariamente concufrian á estas Cor- 
tes dos miembros de la Suprema (2). Hoy solo . se 

/■ 

(1) Ley del 2 de Marzo de- 1793. 

(2) Ley orgánica del 1789. Tienen los mismos empleados que los 
tribunales de Distrito. 



I 
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puede verificar ésto por disposición especial de aquel 
Tribunal. 

Los Distritos Judiciales de los- Estados Unidos con 
algunas escepciones, se liallan arreglados en nueve 
Circuitos que corresponden al núiaero de vocales de 
la Corte Suprema. 

Fuera de los nueve Circuitos mencionados, los Dis- 
tritos norte y sur de California constituyen uno mas. 
{Ley del 2 de Marzo de 1855.) 

Ante de espedirse la ley del. 3 de marzo de 1837 
creajudo el 9® Circuito, ecsistian muchos Distritos en 
los cuales- no se tabia creado Circuito alg*uno , por 
cuya razón aquellos tribunales ejercian funciones de 
Cortes de Distrito y de Circuito indistintamente. El 
obgeto de la ley citada fué instituir nuevas Cortes de 
Circuito, y desde entonces se^ aumentó á nueve vocales 
el personal de la Corte Suprema. 

No .es un obstáculo para abrir la sesión que solo con- 
curra él vocal de la Corte Suprema al Circuito, por hal- 
larse ausente, ó -impedido el Juez del Distrito. La au- 
sencia del primero , no obsta tampoco _ á éste para 
abrir por si la sesión y espedir resoluciones. {Abril 29, 
1802.) Ocurriendo el caso de hallarse impedidos ambos 
jueces, la causa pasa al Circuito inmediato. ,(i^(^¿r^- 
ro 26 de 1839.) . 

Escribano. — Originariamente el escribano de cada 
Corte de Distrito, en virtud de su nombramiento, lo 
era de la del Circuito á que correspondia aquella; 
pero, por ley posterior, se acordó á las últimas la 
atribución de nombrar sus escribanos. 

3 
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Jurisdiccimí de las Cortes de Circuito. .— Según 
el testo de la ley del 24 de Septiembre de 1789, estas 
Cortes ejercen jurisdicción originaria y concurrente 
con los tribunales de los diversos Estados de la Union, 
en todas las causas civiles de' derecho consuetudina- 
rio y de equidad , cuyo - valor sea de 500 dollars 
(fuera de costas) , -tratándose : 

1^ De acción deducida á nombre de los Estados 
Unidos; 

2* Cuando es parte un estrangero; 

3® Cuando la causa interesa á un ciudadano del 
Estado en que ^e ha deducido ésta , y á un ciudadano 
de otro Estado. 

Antes de seguir adelante, conviene advertir que, si 
l3ien la limitación de la jurisdicción de las Cortes de 
Circuito á los casos en que el valor del pleito pase 
de 500 dollars, no ha sufrido alteración respecto á las 
dos últimas especies de causas (escepto en las relati- 
vas á patentes de invención de que hablaremos lue- 
go), no ha sucedido otro tanto en lo concerniente á 
las acciones deducidas á nombre de los Estados Uni- 
dos.- La ley de 3 de Marzo de 1815, cuyo epigrafe 
es : « Ley para hacer mas eficaz la jurisdicción de las 
Cortes de los Estados y la de los Distritos Nacionales 
en los casos que se espresa, » dispone: que las Cortes 
Nacionales de Distrito , conocerán , concurrentemente 
con las de los Estados, y con las de Circuito de la 
Union, en toda causa de derecho consuetudinario, en 
que litigaren la Nación ó sus empleados, en virtud 
de autorización dada por- el Congreso, aun cuando el 
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valor del pleito, ó reclamo, no ascienda á cien doU 

La sección ir de la ley de 1789 ordena también 
que «nadie^ podrá ser aprehendido en un ÍDistrito para 
ser' juzgado fuera de éste en materia civil/ tratándose de 
causas que pendan ante una Corte de Circuito, ó una 
de Distrito. — Nadie podrá demandar civilmente ante 
esta clase de tribunales á un habitante de los Estados 
Unidos , si no lo es del Distrito en que se hace la di- 
ligencia de citación para la contestación de la de- 
manda. » 

Las Cortes de Circuito se hallan autorizadas (1) 
para conocer 'privativamente sobre todo crimen ó in- 
fracción á las leyes de los Estados Unidos, con las 
limitaciones contenidas en el testo , ó á las que poste- 
riormente se dictaren ; y concurrentemente con las « de 
Distrito, tratándose de delitos que no sean capitales. 
{Ley del 8 Agosto de 1846) (2). 

La sección 12 de la misma ley orgánica de las 
Cortes Nacionales, autoriza la declinatoria de ciertas 
causas de los tribunales de los Estados, para ante los 
Cortes de Circuito. 

Dispone que << iniciada una demanda ante una Corte 
local contra un estrangero, ó por un ciudadano del Estado 
en que se promueva la causa contra un ciudadano 
de otro Estado, con tal que el valor del pleito sea de 

m 

M)^ Ley.de 1789. ' 

(2) Ño son competentes en lo tocante á delitos de ordenanza militar. 
Tratándose de sentencia en lo criminal, ésta no es apelable, a menos de 
surgir discordia, en cuyo caso í^ eleva la causa a^i Superior. 
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mayor cuantía (mas de 500 doUars), la Corte local 
debe abstenerse de conocer, siempre que la parte pida 
que el asunto pase á la Corte (kilOircuito. En esta clase 
de procesos, la jurisdicción civil depende de la ycalidad 
de las partes^ y del valor del pleito. 

La declinatoria puede deducirse también prescin- 
diendo de la calidad de las partes, con tal que la causa 
sea de mayor cuantía, y que el pleito verse sobre 
cuestión relativa á títulos de tierras garantidos por 
varios Estados. — Para radicar jurisdicción ante las 
Cortes de Circuito en este género de causas, es indi- 
ferente que los litígají tes ' sean ciudadanos del mismo 
Estado. (Sección 12). 

Por ley del 2 de Marzo de 1833, el derecho de 
declinar la jurisdicción {removal) se estendió á las 
causas en que un empleado de la Nación, ú otra persona, 
fuese demandado ante la Corte de un Estado, en razón 
de un acto cgercido en- virtud de leyes rentísticas de 
la Union; ó á consecuenci-a de un derecho, titulo, ó 
autoridad invocada por dicho empleado para egercer 
el acto que fuese materia del juicio. En estos litijios, 
nada importa el valor del pleito; y la petición, debe 
presentarse no al tribunal del Estado, siuo á la Corte 
de Circuito. Siendo muy factible que , en estos juicios 
los tribunales de los Estados se nieguen á desprenderse 
de su jurisdicción , la ley provee minuciosamente contra 
las consecuencias que pueda producir una resistencia 
semejante. {Cap. 57, 53,, 4: Statutes at Large^ 632.) 
. Según la sección 2" de la misma ley, .se dispone 
que la jurisdieion de las Cortes federales de Circuito 
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se eatíeada á todas las causas de . ley, ó de equidad , 
que surjan de las leyes fiscales, cuando no ecsista dis- 
posición especial an contrario. Asi, siempre que un 
individuo sufriese daño en su persona ó en sus bienes, 
á consecumicia de algún acto que verificase en virtud 
de una ley nacional, por cumplir las disposiciones 
referente^ á la recaudación de impuestos, tendrá de- 
recho para reclamar daños y perjuicios, en la Cprte 
de Circuito correspondiente al Distrito en que resida 
el injuriante , 6 en cualquier par age en que se le 
encontrase (1). 

Todas las acciones y casos nacidos de una. ley na- 
cional que garanta ó confiera algijn derecho esclu- 
sivOs relativamente á invenciones ó descubrimientos, 
deben deducirse ante las Cortes federales de Circuito, 
con la calidad espresa q:ae en aquellas se acuerde recurso 
de apelación ante la Corte Suprema (2). Esta jurisdic- 
ción se egerce sin distinción de la calidad de las 
partes , ó de la mayor ó menor cuantía de la. causa. 



(1 ) El Congreso no ha creído --conveniente legislar sobre el caso 
inverso, esto es, cuando un particular se considera perjudicado por un 
empleado nacional. {Wheaton, ^94 y 3 Cond. Repert., 4Ú7.) 

A menudo surgen a&te los Tribunales de la Union, cuestiones re- 
lativas á indemnizaciones por abusos de los funcionarios , 6 bien por 
quejas contra un uso errado de atribución : por egemplo , respecto á 
ecceso en la cuota del impuesto. El principio generalmente admitido 
sobre la materia,^ es que el empleado no es enjuiciable por error en el 
egercicio de sus funciones. Solo el abuso dá acción á la parte perjudi- 
cada. Los tribunales por lo general 'son poco inclinados á intervenir 
contra los empleados que eesedan sus atribuciones. {The people^ ü. f. 
Supervisors of Alleghany, 45. Werü , 498. The people, v. 4. Supervi- 
sors of Queens, 4. Hill 496.) 

[t) Ley del 4 de Julio de 1836.* 
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' Por ley del 2 de Marzo de 1 799 , para reglamentar 
la recaudación de derechos de importacioDi y de tone- 
lago, se ha impuesto á los colectores la obligación de 
dar certificados llamados débentwres , testificando que 
las sumas en ellos espresadas son debidas por los 
Estados Unidos, y pagables en la colecturía qne las 
espide á las. personas nombradas, ó á su orden. Estos 
documentos son negociables por endoso y entrega, y 
el poseedor . se halla autorizado en caso de no pago 
por el Colector, para demandar á los endosantes ante 
la Corte del Circuito competente. En estos casos, nada 
importa, para radicar jurisdicción, ni el monto del 
pleito , ni la calidad de las partes. 

En igual caso se hallan los reclamos contra el 
Banco Nacional. Las demandas pueden llevarse ante 
las Cortes del. Estado respectivo, ó ante cualquier 
Corte Federal de Circuito. {Ley del 10 de Abril 
de 1816.) ^ 

. Jurisdicción nivelada ante las Cortes de Circuito. — 
Estas Cortes conocen por apelación en todo auto ó sen- 
tencia definitiva espedida por las de Distrito, sobre 
materias de Almirantazgo y jurisdicción maritima. La 
apelación en este género de cau^s produce efecto 
suspensivo. El valor del pleito_debe esceder á tres mil 
dollars. {Ley del 24 de Sept. de 789). 

Tratándose de^ un writ of error ^ basta que el 
monto de la. causa escoda á la suma de cincuenta 
dollars (sin incluir costas). {Sección 22 de la ley 
citada). V . 

. , Escediendo el pleito á* la suma de cincuenta dol- 
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lars^ se otorgará apelación del Distrito al Circuito res- 
pectivo. Estos tribunales se hallan autorizados para 
usar de todos los recursos legales necesarios al eger- 
cicio de sus atribuciones- (1) 

Las Cortes federales de que hemos procurado dar 
una idea han prestado principalmente el servicio de 
tribunales de Almirantazgo y jurisdicción marítima. El 
verdadero carácter de esta jurisdicción se halla fijado 
por diversas decisiones de la Corte Suprema. En el caso 
de Rich et alii v. Lamberi. — Repertorio de Howard, 
se espresó aquel tribunal en estos términos: 

« La jurisdicción del Almirantazgo de los Estados- 
Unidos se estiende por lo general á todos los contratos, 
reclamos y servicios esencialmente marítimos , señalada- 
mente ,á los contratos á la gruesa, fletamentos, cuasi 
contratos relativos á averia, echazones y contribucio- 
nes; contratos, de pasages, pilotage en alta mar, muel- 
lages,. contratos de participación, reconocimientos de 
averia, reclamos de marineros y jornaleros por repa- 
ros verificados en buques estrangeros, ó de otros Es- 
dos de la Union; sueldos de tripulantes, pei^juicios 
marítimos civilmente deducidos, é injurias , inclusas las 
personales de hecho {assault) ; colisiones, despojos y 
perjuicios procedentes de embargos ilegales ú otro 
ataque contra la propiedad; acciones restitutorias de 
posesión , desacuerdo entre condóminos de buques res- 
pecto al destino de éstos; embargos por disposición 
municipal, á consecuencia de supuesta infracción á 

(1) Aulos de Habeas corpus¡ mandamientos, inhibitorias ele. 
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leyes fiscales, ú -á otras disposiciones proiiibitivas , j 
casos de salvamento. - - . 

Práctica de, las Cortes federales inferiores. — Du- 
rante la primera sesión del Congreso Americano, des- 
pués de sancionada la Constitución, solo se dictaron 
dos leyes, con relación al procedimieato ante las Cor- 
tes federales. La ley del 2 de Marzo del 1793^ ordena 
que éstas puedan periódicamente y según lo ecsigiesen 
las circunstancias, espedir reglas con. relación á la 
práctica, sujetándose á las leyes Nacionales. — Otra 
ley del 27 de Setiembre de 1789, dispone que hasta 
nueva resolución las Cortes de Distrito y las de cir- 
cuito sigan las prácticas adoptadas^ por las Cortes 
Superiores de los Estados • particulares en que fun- 
cionasen. 

Tal fué la base simple y juiciosa sobre la cual 
empezaron á proceder estos tribunaleís. En la tercera 
Sesión del Congreso, apareció la ley general de Pro- 
cedimientos. 

El articulo P de ésta es el que acaba de citarse; 
el 2° dispone que las Cortes federales puedan alterar, 
ó adicionar las prácticas de los. tribunales superiores 
de diclios Estados, por si, ó por disposición de la Corte 
Suprema de los Estados-Unidos. » La atribución que 
concede la ley á este tribunal, para reglamentar el 
procedimiento de las Cortes federales inferiores,, no se 
puso en vigencia hasta el año de 1822, en cuya época 
se publicaron varias reglas de procedimiento para 
las Cortes de Circuito, en materias de equidad. — 
En 1842, se determinó de una manera mas esplicita 



esta atribución de la Corte Suprema. {Ley del 23 de 
Agosto). - 

Como las leyes de procedimiento han sufrido va- 
rias alteraciones en los Bastados de la Union, se ha 
decidido que, «ientr.. 1« Corte, federde. ,.0 ««pten 
las reformas indicadas, no tendrán aplicación ante ellas. 
Estas disposicione$ se refieren solo á los negocios ci- 
viles de derecho común, y á los de equidad ; pero no 
á_ las causas criminales, nacidas de violación de leyes 
del Congreso. 

Puede sentarle como regla general, que las prác- 
ticas seguidas ante laa Cortes Superiores de los Esta- 
. dos en que funcionan IO0 tribunales de Distrito, ó de 
Circuito, rigen a éstos últimos, siempre que no haya 
disposición especial en lo contrario^ ó por ley del Con- 
greso, ó por reglas de proeedimeiito especiales, dictadas 
para los tribunales Nacionales (!)• ; 

Las leyes locales- de un Estado no confieren juris- 
dicion en qaso alguno á las Cortes de los Estados 
Unidos. Solo pueden ofrecer reglas para determinar el 
derecho, dé las, partes, y facilitarles por esta via las 
remedios legales que invoquen, cuando las leyes de 
la Union "layan dado jurisdicción, á sus tribunales. 
{Steamhoat Orleans v. Phcdncs II. Repertorio de Pe- 
tersan 175. La ley del Congreso se propuso armo- 
nizar los procedimientos de sus Cortes con los segui- 

[h] Sirva de ejemplo de una disposición especial, ta siguiente sobre 
discordias de los jueces de un Gircaito» Ocurrioido discordia entre estos 
hay que distinguir si la causa se inicia en el Tribunal, ó no. En el pri- 
mer caso )a opinión del vocal de la Corte Suprema es decisiva; en el 
segundo se etieva la causa a ta Corte Suprema para que dirima aquella. 
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dos en los Estados, procurando sin embargo reservar 
los derechos dé la Nación, por las limitacionas con- 
tenidas en la- misma ley. ^ - . 

En cuanto á la aplicación que dan las Cortes Na- 
cionales á los estatutos locales respecto á actos, ó con- 
tratos , en los casos determinados á que se estiende su 
coinpetencia, lo esplica satisfactoriamente la organiza- 
ción politica de -la Union. 

Los Estados conservíin su autonomia salvo- la de- 
legación Lecha en la Nación. ¿Acaso son aplicables 
á este modo de ser el comitas gentivm^ j los prin- 
cipios del derecho internacional privado, tratándose 
de las relaciones mutuas de las mencionadas ^o- 
beranias? La Corte Suprema Nacional se pronuncia 
en términos esplicitos: « Para todos los objetos que 
abraza la Constitución Federal, ecsiste ujiidad de 
Estados j de ciudadanos, como igualmente unidad de 
autoridad soberana, y obediencia^ á las mismas leyes. 
Bajo los demás aspectos, son necesariamente indepen- 
dientes los miembrofef de la Union- Americana, difiriendo 
sus Constituciones apesar de su Índole republicana,. no 
menos que sus códigos é instituciones. » {Blanchard 
vs. Ru^sell 13. Mass. 1. Commonivealth of Kentucky 
vs. Bassford 6. RUI, p. 527). 

La condición de los miembros de la Unión-Ame- 
ricana es no obstante peculiar, si se considera que 
conservan cierta dependencia reciproca, intima y fre- 
cuente, y que todos reconocen, en ciertos casos, un 
soberano y un Código común. No ^seria prudente 
sostituir al lenguaje claro y. preciso de la Constitución, 
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la iocertidiimbre y vaguedad del eomiías gentium. Este, 
trueque sería equivalente á someter á una condición 
precaria y alarmante las relaciones é independencia de 
los Estados, como también á constituir al Poder Judicial 
en arbitro de las. mas delicadas cuestiones politicas, 
dándole por única guia, en sus decisiones, la noción 
vacilante é indefinida^ de cortesía internacional. 

< 

CorUs de Distrito con jurisdicción estraordina- 
ria. — Estas Cortes ecsisten en ciertos Distritos que 
por su distancia, ú otra causa, no fueron incluidos en 
los Circuitos. Su origen remonta á la ley orgánica 
del 1789. Actualmente son veinte. Los citados tribuna- 
les invisten atribuciones de Distrito y de Circuito. Las 
disposiciones que gobiernan la jurisdicción de éstas, les 
es aplicable, con escepcion de las que se refieren á 
apelaciones, ó recursos de nulidad deducidas dé los 
Distritos. 

Les . leyes que fueron succesivamente espedidas 
para la institución de estos tribunales no son unifor- 
mes. Muchas de ellas han producido conflictos emba- 
razosos en la práctica. Durante muchos años las leyes 
orgánicas dictadas para los Distritos estraordinarios 
de Maine y de Kentucky, sirvieron de norma á otros 
de igual naturaleza. El testo de las. citadas leyes es 
como sigue : « La Corte del Distrito de Kentucky, sin 
perjuicio de lajurisdiccion -que como tal le correspon- 
de, la tendrá en todas las demás causas, escepto en 
las apelaciones y recursos de nulidad {writs error), y 
procederán como Cortes de Circuito. Las apelaciones 
y recursos {writs of error) se elevaran ante la Corte 
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Suprema de los Estados Unidoe, en . los mismos casos , 
y en igual forma que §e acostumbra haceir de las re- 
soluciones de los ttstritos, á los tribunales^ de Cir- 
cuito, » - 

Del Distrito de Maine se elevan las apelaciones y 
recursos de nulidad al Circuito de Massachussets, y del 
de Huutsville al de Alabama.v {Leyes del 24 de Sept. 
de 1789 y de 4 de Agosto de 1842.) . 

Cortes de los territorios. — 'EíSíb.ú han sido crea- 
das succesivamente por leyes del Congreso, que ins- 
tituyeron Gobiernos territoriales en lais vastas regio- 
nes del Oeste ^ regiones cedidas ,por , Estados particu- 
lares en favor de la Union, bajo condición de que el 
producto de las ventas de esas tiei*ras públicas fuese 
aplicado á la amortización de la deuda nacional con- 
traida . durante la^ guerra de la Independencia. Cons- 
taban algunos de los citados territorios de comarcas 
adquiridas por tratados, y no incluidas en los límites 

r 

de las colonias. Ecsisten siete territorios denominados 
de Oíegon, de Minesota,. de Nueva Méjico, de Utah, 
de Washington , de Nebranska y de Kansas , cuya, 
organización es idéntica. La ley que reglamentó, el 
primer territorio mencionado, dispuso que : « El Poder 
Judicial de éste residiría en -una Corte Suprema , como 
igualmente en otras.de Distrito, de Prueba, y Jueces 
de Paz.. La Corte Suprema debia ser integrada con 
un Presidente y dos vocales, cuyos empleos dui*an 
cuatros años. El territorio se divide en tres Distritos, 
bajo lá dirección de un vocal de la Corte Superior de 
aquellos. Los territorios dependen completamente del 
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Oongl»esQ,> y son gobernados bajo las- bases dictadas 
én 1787, durante la Confederación, • \ 

Las Corteii Superiores de territorio ^gercen juris- 
dicción esclusiva tratándose de delitos capitales, co- 
nocen con ijitervencion de jurados^ y eg^-rcen la jn- 
risdÍ€CÍoa q^e corresponde á los tribunales federales 
inferiores en los casos oriundos de la Constitución, de 
las. leyes federj^les y de los mismos territorios. De las 
resoluciones de la Corte Superior de Circuito, siendo 
de mayor cuantía , Hay í ocurso ante la Suprema de 
los Estados Unidos. - , - ■ 

... 

' CAPITULO IV. 

" . i > • .. . 

Corte Sjuprema de los Estados Unidos, 






Organizóse esta Corte según la ley de 1789 y otras 
complementarias, posteriormente espedidas. Ciñóse la 
Constitución ¿ declarar que habria un-a Gorte suprema, 
destinada á egercer jurisdicción originaria ó apelada, 
y presidida por un Juez federal, asociado con otros^ 
vocales. . . 

Según las' leyeá vigentes, este tribunal, compuesto 
de un . Presidente y ocho Jueces, ciníjo de. los cuales 
forman qiwrum, abre la sesión anual en la. capital, se- 
sión inaugurada, el* primer lunes de Diciembre bastando 
la asistencia de un vocal para diligenciar -los negocios 
de m^ro trámite. El Presidente tiene á este fin el en- 
cargo especial de hallarse ^li Washington, el primer 
Lunes de Agostp. La Corte Suprema se componia en 
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su origen de un Presidente y cinco Vocales. [Ley del 
24 de Septemhre de 1789). Esta le j modificada pos- 
teriormente , sirve hoy mismo de base á la organiza- 
ción de la Justicia Federal. — Los vocales de la 
Corte- Suprema son nombrados por- el Presidente- de la 
Union, con noticia y aprobación del Senado {Art. 2 
seccimí 2). 

Con el. objeto de asegurar del modo mas eficaz la 
independencia, é integridad del Poder Judicial, se ha 
dispuesto {art. 3 secc. 1), que « los- Jueces de la Su- 
prema Corte y los. de las inferiores, conservaran 
stis empleos durante su buena conducta, y recibirán 
periódicamente una compensación por su^ servicios la 
cuai no podré "ser disminuida mientras conserven su 
empleo. » No obstante son removibles "por delito pro- 
cedente de traición, con<}usion, ú otras transgresiones 
graves {art. 2, seoc, 4). '- 

Ademas del juramento de sostener la Constitución 
federal, antea de entrar en egercicio, deben jurar que 
administraran justicia sin consideración de personas, 
llenando fiel é imparcialmente los deberes de tales 
jueces, según su ciencia y conciencia, en- conformidad 
á la . Constitución y leyes de los Estados-Unidos {ley 
del 24: de Septemhre de 1789). La precedencia entre 
los vocales se determina -por la fecha de sus nombra- 
mientos : si coincidiesen éstos, la edad decidirá la' cues- 
tión.- Además se hallan inhibidos xle egercer la abogacia 
y actos procurátorios. ^ 

Rscrihano de la Corte, — Apesar del recargo de e^te 
Tribunal solo tiene ascripto un Escribano, á cuya cus- 
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todia queda el archivo. Nombrado por la misma Corte, 
debe jurar y prestar fianza ál recibirse , debiendo 
tener su registro .en la Capital, y siéndole vedada 
toda intervención directa, ó indirecta en el foro* Este 
funcionario recibe una compensación de . diez dollars 
diarios- durante su asistencia á las sesionas, prescin- 
diendo de otro»^ derechos que recaen en determinadas 
diligencia? {Ley del 28 de Febrero de 1789). 

Fiscal general. — Dispone tcl último articulo de la 
ley citada (1789) que se nombre un abpgado de cré- 
dito para egercer la función de Fiscal de la Union, 
con cargo de iniciar y proseguir todas las causas en 
que los Estados-Unidos tengan interés; ccmio igual- 
mente dar su dictamen sobre materias legales, ó á so- 
licitud del Presidente nacional, ó de los Gefes de los 
ministerios, tratándose de materias que atañan á sus 
reparticiones respectivas. - . 

Ejecutor {Marsháll). — A este empleado incumbe 
la ejecución de las resoluciones ú ordenes de las 
Cortes federales. Nómbrale el Primer Magistrado con 
aviso ■ y aprobación del Senado , por el término de 
cuatro años, es amovible á voluntad del Presidente, 
y presta juramento y fianza del buen desempeño de 
su cargo. 

Relator {Repórter), — A este empleado (diverso del 
que bajo tal denominación conocemos en nuestro foro), 
compete estractar y publicar las decisiones de la Corte 
Suprema. La colección de éstas é« de suma importan- 
cia, pues contiene la verdadera doctrina ó jurispru- 
dencia de los tribunales.' 
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Jurisdicción de la Corte Suprema. — Los limites 

del Pod€ir Judicial de los Estados Unidos se hallan 

ppesoriptos en la C(»istituoioja. Estiéndese este Poder : 

- V k todos los casos.de ley ó de equidad que 

nazcan de la Constitución; 

2^ A los procedentes de las leyes federales; 

3** A los que surjan de los tratados celebrados, 
ó destinados á serlo, bajo la autoridad nacional. 

4® .A los casos que afecten á embajadores, mi- 
nistros públicos y cónsules; 

5** A todos los relativos al Almirantazgo y ju- 
risdicción inaritima; 

6^ A las controversias en que intervenga la Union ; 

7® A los pleitos entre dos ó mas Estados ; 

8° A las cuestiones entre uno de éstos y ciu- 
dadanos de^ otro diverso ; 

9*^ A contiendas entre miembros de diferentes 
Estados ; . 

10** A litijios entre ciudadanos del misma Estado, 
siempre que reclamen tierras en virtud de titules dados 
por Estados distintos; 

11^ A cuestiones entre un Estado, ó sus ciuda- 
danos; y -Estados, ciudadanos, á subditos estrangeros. 
Los fundamentos en que estriba esta jurisdicción 
se bailan esplicados en la decisión del caso « Chis- 
holm, V. State of Georgia. » 

P Clase de casos : La razón de la competencia fe- 
deral procede de que la inteligencia, redacción y efecto 
de un pacto deben ser esplicados por todas las partes , 
y no por la autoridad emanada de una sola. 
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2* Clase : Porque como esas leyes constitucionales- 
ligan á todos y á cada uno de los Rstados^ la medida 
de la obligación y obediencia que les corresponde, no 
debe ser decidida y fijada por la parte que lia de 
cumplirlas, sino por un tribunal cuya autoridad proceda 
de ambas. • 

3* Clase: Porque, como los tratados son contra- 
tos celebrados por la integralidad de los ciudadanos, 
sus efectos no pueden ser menoscabados, ni reglamen- 
tados, por leyes locales, ó por tribunales procedentes 
de una parte de la Nación. 

4* Clase: Porque, como los Embajadores, Minis- 
tros y Cónsules &on empleados de naciones estrangeras, 
y deben ser protegidos por la nuestra, siendo acree- 
dores á las- prescripciones contenidas en el derecho 
de gentes, ó en pactos internacionales, los casos 
que les ?itañen solo, pueden ser de la competencia de 
la autoridad Nacional. 

5® (7/ú55^ ;" Porque , como los mares son del domi- 
nio público, y como los derecbos y prerrogativas que 
se refieren á esta materia, están comprendidos entre 
las prescripciones del derecho de gentes, y en trata- 
dos internacionales , todos estos casos corresponden for- 
zosamente á la Jurisdicción Nacional. 

6^ Clase : Porque en casos que interesen á la 
Union, la e_quidad y sensatez no permiten á un solo 
Estado decidir y apreciar la justicia á que los demás 
son acreedores. 

7* Clase : Porque la tranquilidad interna ecsige 
que las cuestiones entre Estados deban cesar pacifi- 
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camente, por intervención de majistradps Nacionales, 
no teniendo cabida. en un pueblo libre que la justicia 
dependa de la voljintad de uno ú otro de los li- 
tigantes. 

8^ Clase: Porque, dado caso que un Estado (esto 
es la integralidad de sus ciiídadanos) litigase contra ciu- 
dadanos de otro, es preferible que aquel deduzca sus 
demandas ante un tribunal Nacional,, mas bien que 
ante otro á que perteneciese el litigante. Por este 
medio se .zanja la dificultad que presenta el peligro de 
acriminación y encono procedente de temores ó sos- 
pechas de parcialidad. Por otra parte,, en los casos en 
qu€í algunos ciudadanos de un Estado tengan deman- 
das, que deducir contra la masa de otro, la causa de 
la libertad y los derechos del hombre prohiben, que 
los últimos sean arbitros esclusivos de la justicia de- 
bida á los primeros; y ecsije ademas el verdadero go- 
bierno Republicano, .que, á los ciudadanos libres é igua- 
les, quepa justicia libre, real y equitativa. 

9^. Clase Porque, como se hallan sujetos á discu- 
sión los derechos de ambos Estados, sobre la garantia 
que envuelven los titules, ninguno puede alegar la im- 
parcialidad, ni juzgar sobro el caso. 

10* Clase: Porque, como cada Nación es respon- 
sable de la conducta de sus ciudadanos- ant$ los Es- 
tados estrangeros, todos las cuestiones que afecten á 
la justicia debida á éstos, tienen qjie ser decididas, 
y depender de una autoridad Nacional. 

Lejos de nosotros el intento de analizar detenida- 
mente la^ diversas especies de Casos y causas que 
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abraza la competencia del Poder Judicial, materia por 
otra parte agotada por ios celebres comentarios de 
los Jueoes Story y Kpnt Nuestros conatos, mas que 
á la teoria, tienden á la práctica de la Justicia fede^ 
ral. Asi nos ceñiremos á la organización, procedi- 
mientos y jurisprudencia de las Cortea Federales, en 
cuánto pueda interesar tal análisis á la reglamentación 
de la Justicia Nacional Argentina. 

Aplazando por el momento las observaciones que 
nos ba sugerido el estudio de la presente materia, bajo 
el punto de vista de su aplicación á nuestro país , 
completaremos el ecsámen de las cuestiones que abraza 
lo tocjante á la jurisdiccichi y procedimientos de la 
Corte Suprema. 

Hemos trazado anteriormente una breve reseña de 
la organización de la citada Corte. Las diversas formas 
de jurisdicción que á ésta corresponden, se reducen 
á las siguientes: originaria, apelada, concurrente y 
privativa. 

Limitados son los casos inclusos en la jurisdicción 
originaria, advirtiendo que menguó considerablemente 
su número, á consecuencia de la enmienda undécima 
de la Constitución (1), *en términofe que, en la actua- 
lidad, se hallan reducidos á los que á continuación 
espresamos : 

V Los que interesan á Embajadores, Ministros 
públicos, ó Cónsules. 

2** Cuando interviene en la causa un Estado. 

(1) Por esta enmienda se escepluó de la competencia federal toda 
causa deducida por individuos conlra los Estados. 
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En todos los demás casos mencionados, la Corte Su- 
prema egerce la jurisdicción apelada, salvo las escep- 
ciones ó limitaciones que sancione el Congreso, au- 
torizado al efecto por la Constitución: 

Jtirisdiccion privativa. — Según p'rescribe la ley 
del 24 de Setiembre de 1789, egerce ésta: cuando es 
parte un Estado, eseepto en casos entre éste y sus 
ciudadanos; ó entre un Estado y estrangeros-, ó 
miembros de otros Estados.^-^ En los espresados casos, 
la Suprema Corte egercerá jurisdicción originaria pero 
no privativa. ' 

No obstante eceptúase todo litijio , 6 procediemento 
¿^oíiírtíJ Embajadores, Ministros públicos y séquito de 
estos funcionarios 5 en conformidad á las disposiciones 
que el derecho de gentes prescribe á los tribunales. 

Será originaria y no privativa la jurisdicción de 
aquella Corte, cuando la controversia gire sobre de- 
mandas deducidas por Embajadores, ó Ministros; ó 
bien, cuando se trate de causas en que figuren Cón- 
sules, ó Vice-Cónsules. ' 

Jurisdicción relativa á recursos de nulidad {writs 
of error) y á discordias. — El carácter de tribunal de 
apelación , conferido á' la Suprema Corte , la reviste 
de la atribución elevada é importante que egerce sobre 
el -sistema constitucional de la Union Americana. Esta 
prerrogativa no se limita á la revisión de los fallos 
espedidos, ó de las discordias que ocurran ante las Cor- 
tes federales inferiores, sino se estiende al eg'crcicio de 
una fiscalización importante y delicada respecto á las 
resoluciones de los tribunales superiores locales. 
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Asi pues^ lá Corte Suprema egérce jurisdicción tanto 
en lo relativo al derecho, cuanto en las cuestiones de 
heclio, en todos los casos, que menciona el Articulo S'* 
de la Constitución, cscepto en los comprendidos en su 
competencia originaria ó privativa, y bajo las pres- 
cripciones que estableciese el Coagreso {Wüsoiz v. Ma- 
són 4, Cranch 91). La jurisdicción originaria se funda 
en la caiidad de la parte, la apelada en la naturaleza 
de la causa. La Corte suprema. puede tan solo conocer 
por apelación, en los casos que determine una ley del 
Congreso de acuerdo con la Constitución (77. S. v. 
Moore^ Crmicky 170. Durosseau. «?. United States 6. 
Cr. 212). 

Asi mismo esta Corte carece de jurisdicción res- 
pectó á apelaciones deducidas por nulidad sobra causas 
criminales , falladas por las Cortes de la Union ; y 
solo interviene para dirimir discordias. 

La Corte Suprema no puede entrar á conocer en 
este g^énero de recursos, mientras falte que llenar en el 
tribunal a quo la diligencia mas insignificante. 

Hemos dicho antes que las sentencias apeladas de 
ciertos Distritos investidos con atribuciones estraordina- 
rias, áe elevaban para su decisión á la Corte Supre- 
ma. Esta peculiaridad se esplica por la circunstancia 
que espresaremos á continuación. Como estos tribuna- 
les tienen un carácter misto , en otros términos , fun- 
cionan ya como Distritos, ya como Circuitos ; y, como 
por otra parte las leyes ordinai^ias estatuyen sobre el 
modo y forma de resolver las apelaciones que se otor- 
guen de la primera á la última clase de tribunales, 
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e^a indispensable que, apelada una resolución ^de un 
Distrito estraopdinario, pasase la causa á otro tribunal 
que representase al Circuito. Leyes especiales se ocu- 
pan de este caso. {Véanse las citadas, al tratar sobre 
hs Distritos estraordinarios.) 

Recwsos de apelación y ntUidad de sentencias es-* 
pedidas por los tribunales de Circuito, — La Corte 
Suprema conoce en este g^énero de causas, siempre que 
el Talor del pleito esceda á la suma de d:0s mil dol-- 
lars\ y sea éste de naturaleza civil y de equidad; 
ya se baile iüciado originariamente ante el Circuito, ó 
elevado ante el mismo por declinatoria, deducida de 
las Cortes de los. Estados, 6 bien poz' apelación de un 
'Distrito. 

Tratándose de materias de Hacienda Nacional (1), 
la última instancia corresponde á la Corte Suprema, 
aunque la cuestión Bea de menor cuantia {Leyes del 
13 de Mayo de 1803, y del 31 del mismo de 1844.) 
Ig'ualmente interviene el citado Tribunal en negocios 
referientes á patentes de invención, se^ cual fuere el 
valor del pleito. '- — {Ley del 4 de Jvlio de 1844). 

De los Tribunales de los Estados. — Puede recurrírse 
de todo auto, ó sentencia definitiva espedida en los 
tribunales superiores de los Estados, por recurso de 
nulidad, siempre que el negocio verse : 1* Sobre la va- 
lidez de uñ tratado > ley, ó atribución procedentes de 
la Union ; y el fallo recurrido fuese contrario á las pres^ 
cripciones de aquellas disposiciones nacionales; 2^ Siem- 

(1) En éstas se comprende la renta de Correos. 
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pre que' so concentre- la disotrssion en la legalidad de 
un estatuto ó atril)ucion de carácter local, ^repugnantes 
á la Coüstitucipñ / leyes ó tratados Nacionales; y 
cuando la decisión local sea favorable al estatuto ó 
atribución mencionados ; 8° Tratándose de4a inteligencia 
de una cláusula de la Constitución, tratado, ley ó co- 
misión Nacionales; -siempre que la resolución apelada 
sea contraria al titulo, derecho, privilegio, ú-escepcion, 
invocados por cualquiera de los partes. No obstante, 
para que sean admisibles estofe recursos, es necesario 
que Ja petición especifique los puntos que afecten á la 
validez del acto, ley, ó cláusula constitucionales. 

Resoluciones ée la Corte suprema^ relativamente al 
egercicio de la Jurisdicción originaria y apelada:, — 
Jurisdicción originaria. — Según decisión espedida 
por la Corte Suprema, no está facultado el Congreso 
para ésténder aquella á los casos no espresados en la 
Constitución. 

Aunque sea dé la competencia del Tribunal Supremo 
espedir' órdenes {mandamus) tanto á las Cortes Fede- 
ral como á <los empleados de la Nación , limitase esta 
prerrogativa á negocios apelados. Fundándose en esta 
doctrin a , negóse aquel' Tribunal á requerir de un Mi- 
nistro el cumplimiento de un. acto administrativo en 
primera instancia. 

No poco se ha debatido sobre la competencia de la 
Corte Suprema , relativamente al conocimiento en pri- 
mera instancia, en los pleitos contra Estados. Fundá- 
base esta oposición en la circunstancia de que el Con- 
greso no habia espedido disposiciones suficientes to- 
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cante al procedimiento que debía adoptar el Tribunal 
en estas causas, reimltando de ahí la ausencia de 
medios vigorosos para hacer respetar las decisiones 
judiciales. — No obstante, la Corte Suprema ha sos- 
tenido su competencia, en el caso. {The State of 
Rlwde Island v. the State of Masséchusetts, 12; Pe- 
terson 657). 

Para radicar la jurisdicción de la Corte Suprema 
tratándose^ de <)ausas en que és parte un Estado , se 
requiere de éste un ínteres directo, en que la demanda 
sea introducida en su nombre. 

La competencia de la misma relativamente á las*^ 
cuestiones que - interesen á los Agentes públicos de 
países estrangeros, no es privativa en todos los casos. 

Decisiones de la Corté Suprema respecto á recursos 
de apelación^ y otras disposiciones sohre la materia. — 
Ya hemos espuesto precedentemente, que, según los 
términos de la Constitución de los Estados Unidos,, la. 
jurisdicción apelada de la Corte Suprema se hallaba 
sometida á las escepciones y limitaciones que creyese 
conveniente establecer al Congreso; resultando como 
consecuencia de este principio, que, apesar de hallarse 
compreíidido un caso en la esfera de su competencia, 
no podiá entrar á conocer aquel Tribunal mientras 
el Congreso no determinase el egercicio de semejante 
atribución. No hay que argüir de lo espñestoque di- 
cha Corte reciba su jurisdicción apelada de las leyes 
orgánicas, puesto que ésta procede de la- Constitución 
misma. 

Si el Congreso, en vez de definir y limitar la com- 
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potencia de la Suprema Corte, se hubiera reducido á 
organizaría, habría podido ésta conocer en todos los 
casos que la^ Constitución incluye en la esfera de la 
jurisdicción japelada. No habiéndose realizado esta hi- 
pótesis, puesto que la Legislatura Nacional ha regla- 
mentado y limitado ^1 egercicio de la jurisdicción ape- 
lada, la Corte Suprema tiene que someterse á las 
prescripciones establecidas. 

Interviene asimismo la Corte Suprema como tri- 
bunal de apelación de los otros juzgados Federales , 
espidiendo ordenes {mandamus) , autos inhibitoí*ios, de 
notificación, y áe Jmbeas Corpus , perteneciendo ló§ 
dos primeros tan solo ú la Corte Suprema, y compi- 
tiendo los últimos á todos los tribunales Federales; 
sin perjuicio de la demás providencias necesarias para 
el egercicio de' sus jurisdicciones respectivas, según 
lo prescriba la práctica. 

Mandamus. -t-Lb. ley orgánica autoriza á la Corte 
Suprema á dictar ^stos en los casos que determina el 
derecho, y hace obligatorio su cumplimiento, sea por 
los tribunales , sea por los empleados de la Union. 
El auto, espresado es un decreto espedido por un tri- 
bunal superior, requiriendo la verificación de un acto 
qíie esté obligado á egecutar el inferior, y no de- 
penda de su arbitrio. Asi, la 'Corte Suprema puede 
dirigir dicho auto á los tribunales de Distrito , ó de 
Circuito > siempre que haya una queja contra éstos 
por no proveer á una petición en la cual se opone una 
escepcion, ó bien se solicita la firma de una sentencia 
ó la espediccion de ésta. Pero si el inferior procede 
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arbitrio Judiéis^ el auto no puede ser espedido legal- 
mente. Sirva de egemplo á este último caso la dene- 
gatoria del inferior á la solicitud de parte, respecto á 
adicionar, ó alterar una demanda, ' ó á revocar una 
Sentencia dictada en rebeldia. 

Los jueces están facultados para obrar discredio- 
nalmente en los procedimientos intermedios desde la 
demanda, hasta el juicio ; si en éstos procediesen injus- 
tamente, el remedio residiría no en la Coi^te Suprema, 
sino en la responsabilidad judicial. El auto d« man- 
damus se espide solamente á falta de otro remedio 
legal. 

Inhibitorias. — La Corte Suprema podrá espedirlas , 
cuando las de Distrito egerciten la jurisdicción marí- 
tima y del Almirantazgo. Si éstas fuesen incompeten- 
tes, se espedirán aquellas , con el obgéto de suspender 
los procedimientos. ' 

El articulo 16 de la ley de 1789 dispone: Que 
todas las referidas Cortes de los Estados Unidos ten- 
gan la atribución de espedir autos de notificación y de 
habeas-corpus ^ como igualmente otros decretos no espe- 
cificados determinadamente, si bien necesarios para su 
jurisdicción con arreglo á derecho. — Que tanto los 
jueces superiores, como los de Distrito, puedan dictar 
autos de habeas-corpus ^ con el objeto de investigar en 
casos de encarcelación, con tal que éstos autos no se 
apliquen á presos bajo custodia de otra autoridad 
que no sea la Nacional, esceptuándose los casos en 
que la presencia de aquellos fuese necesaria para al- 
guna declaración. 
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Guando el preso se haila detenido por disposición 
de un tribunal que egerce jurisdicción general j de- 
cisiva sobre el' deUto, el habee^s-corjms no puede au- 
torizar la revisión del fallo. 

A la Corte Suprema incumbe la inVestig'acion so- 
bre la legalidad del motivo que determina una deten- 
ción. El juicio de un tribunal competente se , reputa 
causa suficiente para lejitimar la prisión, sobretodo si/ 
la rcBolucion fuese inapelable; de suerte que seria 
inútil en este último caso, invocar el haheas corpus; 
como igualmente lo seria, si la causa del arresto, 
fuese motÍTada por actos irrespetuosos para con un 
.tribunal: Si se tratase del encarcelamiento prejudicial, 
podrá la Corte Suprema espedir el auto, con el objeto 
de averiguar la validez de la causa. 

Al mismo tiemjpo podrá éscarcelar el Superior al 
reo bajo afianza, en los casos' de delito capital de- 
terminados en eV articulo 33 de la ley de procedi- 
mientos. (1) 

Ni el Tribunal Federal superior, ni los inferiores, 
pueden espedir decretos de Jmbeas corpas^ con el objeto 
de éscarcelar á un delincuente, á consecuencia de sen- 
tencia, ó egecucion espedidas par los Tribunales de 
los Estados, á menos de tratarse.de prestar una de- 
claración. 

■ Prácticas de la Corte Siiprema en las causas de 
primera instancia, y de apelación. — El Congreso 



(I) Esta disposición se refiere á autos espedidos por Jueces Fede- 
rales de Circuito, ó de Distrito. 
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se ha limitado por decirlo asi á organizar el Tribunal 
Superior Federal, en lo tocante al egercicio de la ju- 
risdicción originaria. Raras son las leyes dictadas so- 
bre procedimientos en este género de causas. — He- 
mos hablado en otro lugar de las prescripciones que 
reglamentan por lo general el procedimiento de las 
Cortes Nacionales. — Las disposiciones especiales del 
Congreso, las acordadas ó reglas especiales que dic- 
tan Tribunales Federales según autorización conferida 
al efecto por el Legislativo Nacional, y las prácticas 
seguidas por los Tribunales Superiores de Inglaterra, 
forman la base de los procedimientos de la Corte 
Suprema. — Esta no ha espedido hasta hoy acordadas 
especiales para la práctica que deberá adoptarse ante 
ella en las causas de primera instancia, ciñéndose á 
órdenes aisladas dictadas periódicamente en cada uno 
de los casos presentados. 

Las resoluciones de todas las Cortes Federales deben 
ser firmadas por el Presidente y refrendadas con el 
sello del tribunal respectivo. 

Ordenes de la Corte Suprema, — 1® El sello de 
la Corte tendrá las armas de los Estados Uñidos, 
gravadas en una pieza de acero, del tamaño de un 
dollar, con este lema al borde: « Sello de la Corte 
Suprema de los Estados Unidos. » 

Los Tribunales de Circuito usarán otro mas pequeño 
con eL lema « Sello de la Corte de Circuito ; » y en 
la parte inferior hallaráse el nombre del Distrito cor- 
respondiente. 

2* Hasta nueva disposición de la ley, todos los 
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procedimientos de la Corte se • espedirán en nombre del 
Presidente de la Nación. 

3" Tratándose de causas contra un Estado, las 
notificaciones se entienden con el Gobernador ó primer 
Magistrado, y con el Fiscal General. ' 

4® En las causas anteriormente espresadas, siem- 
pre que el Estado rehuse cumplir las prescripciones 
del Tribunal , no se procederá por apremio , pero se 
decidirá en rebeldía. 

5° Tratándose de negocios entre Estados, la Corte 
Suprema no ecsije de estos, en los plazos judiciales, 
el rigorismo que á los particulares. — En una causa 
entre los Estados de Rhode Island y el de Massacbus- 
setts, el primero solicitó un plazo para adicionar la 
demanda, y sé concedió al del Massachussetts demorar 
la contestación hasta el tiño siguiente. Los Estados .liti- 
gantes no pueden ser tan activos en estos casos, como 
los individuos. 

6® El término concedido para la contestación de 
las demandas, en los casos de jurisdicción orijinaria, 
es de sesenta dias. 

Apesar de referirse estas reglas á la práctica pe- 
culiar á los tribunales Americanos, vamos á transcribir 
algunas que consideramos dignas de mencionarse. 

W 8. {Febrero 4 de 1795). — El Tribunal mani- 
festó á los Estados' que esperaba se le comunicase un 
estracto conteniendo los puntos mas sustanciales de 
las causas , inclusos los alegatos de los abogados. 

N"" 29. Vencido el término corriente, ningún asunto 
será admitido á la vista, antes que ambas partes ha- 
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yan facilitado al Tribunal un estracto impreso de los 
negocios, contienendo lo sustancial de los puntos de 
lieclio y de derecho. 

No se permitirá á los abogados conservar la pala- 
bra por mas de dos horas, á no mediar permiso previo 
y especial de la misma Corte. 

No se, prestará audiencia al abogado si no hubiese 
depositado preyíamejite el estracto impreso, con los 
puntos que tocará en' el informe, y designación de las 
autoridades de que intenta servirse, no tolerándose alu- 
sión . á libro ó sentencia que no se halle determinada 
en el impreso. . 

La omisión de este ultimo priva al letrado del uso 
de la palabra, pasando el Tribunal á espedirse, oida la 
contraparte. 

N^ 57. {Diciembre de 1849). — Se depositaran en 
la oficina actuarla dos impresos de los referidos en la 
regla 53, tres días antes del señalado para la vista: 
nueve para uso de la Corte , uno para el Relator , otro 
para el abogado contrario, y el último para el archivo. 

W 17. Siempre que apareciere que el recurrente 
por nulidad de sentencia emanada de un Circuito, se 
propone demorar la egecucion de aquella maliciosa- 
mente, abonará al contrario una indemnización d^l 
diez por ciento anual sobre el valor del litijio. 
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CAPITULO V. 

Observaciones relativas á la organización de los Tribunales . 
de la Union Americana, y de la Repiiblica Argentina. 

Al organizarse la Corte Suprema de los Estados 
Unidos en la forma ya espuesta, suscitóse la duda 
sobre si la formación de los demás Tribuilales infe- 
riores debia quedar á la discreción del Congreso; ó 
bien si era obligatoria su institución, á fin de cum- 
plir las prescripciones y miras que tuvo en vista la 
Constitución respecto al Poder Judicial. Naturalmente 
debia prevalecer este último dictamen, efecto de con- 
sideraciones poderosas. La Constitución misma babia 
instituido un tribunal, ó por mejor decir, habia orde- 
nado al Qongreso lo instituyese,, dejando á su juicio 
la forma y competencia de los demás que conceptuase 
conducentes al objeto de distribuir aquella parte de 
jurisdicción que^no se daba á la Corte Suprema. Im- 
posible hubiera sido al Congreso rehusarse lejitima- 
mente a instituir este Tribunal, encargado ya por la 
Constitución .de cierta jurisdicción de primera y última 
instancia. Debiendo por otra parte egercitarse toda la 
competencia judicial, fuese orijinariamente, ó mediante 
apelación por intermedio de tribunales que debia esta- 
blecer el Congreso , el mandSto era tan imperativo en 
uno como en otro caso. 

Asi , procedió el Congreso á la formación de todos 
los tribunales indispensables para hacer efectivo el 
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Poder Judicial. En la organizacjion de las Cortes de 
Circuito no se sujetó, sin embargo, al espiritu de la 
Constitución, como lo demuestran las juiciosas .obser- 
vaciones del primer presidente de la Corte Suprema, 
en una comunicación dírijida al Presidente de los Es- 
tados Unidos, poco después de sancionada la ley or- 
gánica de los Tribunales; Hemos visto que los vocales 
dfe la Corté Suprema presiden á los Tribunales de Cir- 
cuito. La cuestión promovida por el mencionando Pre- 
sidente de . la Corte no tuvo efecto alguno sobre la 
l^J» y 1^ jurisprudencia Federal, acatando esa inter- 
pretación coetánea de la Constitución, declaró en. el 
caso de Stuart, que no era ilegal la presidencia de los 
vocales del Tribunal Superior en Jos inferiores (1) , 
pero esta decisión solo se fundó en el uso. 

Las Cortes de Circuito son ambulantes, á la ma- 
nera de los tribunales superiores de los Estados. Esta 
es una tradición que pasó de Inglaterra á América. 
Según lo afirma Blackstone , durante el reinado de 
Enrique II, instituyéronse en aquel pais los justices 
in eyre, y dividióse el reino en seis distritos [arron- 
dissements) que debían ser visitados por los jueces de 
nueva fundación. El Banco del Rey (uno de los altos 
tribunales del. reino)' era ambulante como la^ Corte, y 
encabezaba sus decisiones con esta formula: uhicum- 
que fuerimus in Anglia. 

Seria empero un error suponer que los legislado- 
res americanos, al conservar tal tradición, se guiagén 

(1 ) Véase la nota inserta en el tomo segundo de los Comentarios 
del juez Story, al ocuparse de eáte punto. 
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únicamente par un espíritu conservador. Es notorio 
que cada Estado de la Union es independiente en lo 
que atañe á las leyes ó prácticas que conciernen á-sii 
soberania no delegada en la Nación , -como también 
que el common law fué aceptado eñ las colonias de 
diversa manera; resultando de estas premisas, que todo 
concurre á mantener diversas legislaciones y prácticas 
entre los Estados. Ahora bien, como las Cortes Fede- 
rales . deben intervenir en gran- número de causas 
rej idas por el derecho local, aplicando la^ -leyes y 
adoptando los procedimientos délos Tributiales Superiores 
de los Estados, no es de estráñar que la presidencia 
de los Circuitos fuese confiada á los miembros del 
Tribunal Supremo, como una necesidad nacida de ese 
orden de cosas. ^ Difícil cuando no imposible hubiera 
sido que aquellos magistrados hubiesen podido atesorar 
la ciencia suficiente para fallar sobre legislaciones tan 
diversas , sin concurrir á los Circuitos , y volver luego 
á la Corte con un caudal de conocimientos necesarios. 
Por otra parte ños inclinamos á pensar que, al cometer 
á los vocales de la Corte Suprema la ^presidencia de 
los Circuitos, tuvieron en vista los legisladores la con- 
veniencia de encontrar jueces ajenos á las preocu- 
paciones é intereses consiguientes al domicilio. 

Cualquiera que sea la base en que estribe tal sistema, 
no puede ocultarse que los^inconvenientes que acarrea, 
igualan por lo menos á sus ventajas: 

El primer obstáculo que ofrece una^ combinación 
semejante, y que bastaría para rechazarla, consiste 
en la necesidad dé dar voz y vota en apelación al ma- 
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gistrado que lia emitido una opinión en el tribunal a 
quo. Independientemente de esta consideración, no pii- 
diendo los vocales de la Corte Suprema prestar la 
atención debida al despacho en los cortos plazos que 
duran las sesiones de los Circuitos, se entregan fre- 
cuentemente al dictamen del juez del Distrito, suce- 
diendo á menudo qne las partes recurren omisso medio 
á la Corte Suprema, para aberrar tiempo y costas, 
cuando lo permite la naturaleza de las causas. Cuanto 
mayor sea . el número de las que deben verse en 
los plazos ó sesiones del, Circuito, menor será la 
atención que les prestará al magistrado, sobretodo, si 
-no han de hacer cosa juzgada -las resoluciones que 
espida. — Las causas criminales y otras vavias son 
de preferente despacho; y, como estos Tribunales ca- 
recen de carácter permanente, sucede que muchos 
asuntos se transfieren de un año á otro, no sin perjuicio 
de los interesados. 

Otra circumstancia de gran momento se ofrece con- 
tra la combinación actual de los Circuitos. Hemos di- 
cho que la Corte Suprema, abre sus sesiones ordinarias 
en la Capital, el primer lunes de Diciembre. Estas se- 
siones duran un trimestre regularmente, y el resto del 
año tienen que ausentarse los vocales á presidir á sus 
Circuitos, de modo que el despacho se retarda, y au- 
menta el número de las causas entradas, resultando 
una de dos cosas: ó paralización del despacho de la 
Corte Suprema, ó reducción de plazos en las sesiones 
de los Circuitos. 

El mensage del Presidente Lincoln, en 1861, se 
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ocupaba precisamente de esta materia, señalando al 
Congreso lo aglomerado de la población en algunos 
Estados, cuyo acrecentamiento baciít. nominal la pre- 
sencia de los vocales de la Corte Suprema en algunos 
Circuitos. Al mismo tiempo reclamaba un cambio en 
el sistema judicial, y qoncluia diciendo: « Tres son las 
combinaciones que conceptúo posibles sobre este par- 
ticular : 

»P Dividir todo el pais en Circuitos de conve- 
niente estén sion, de_ modo que los miembros de la 
Corte Suprema puedan presidir á tantos cuantos sean 
sus vocales, proveyéndose ademas de jueces especiales 
á los Circuitos escedentes; 

»2® Ecsimir á los jueces de la Corte Suprema del 
servicio que prestan en los Circuitos, nombrando jueces 
especiales al efecto; 

» 3^ Abolir estas Cortes, dejando solo las de 
Distrito y la Suprema, como imicos tribunales fcr 
derales- » 

Otro inconveniente de ,que adolece la composición 
de las actuales Cortes de Circuito, consiste en susci- 
tar reiteradas discordias, como es frecuente en juzgados 
compuestos de miembros pares, en vez de recurrir 
al número impar, ó al unipersonal, combinaciones que 
tienen venfajas notorias. 

La ley sancionada por el Congreso Argentino en 
Septiembre del año pasado, optó por la institución de 
tres .clases de jueces Federales, á saber de Sección, 
de Distrito, y de la Suprema Corte. Ademas de esta 
combinación, habia propuesto otra el autor de este 
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opúsculo, cansistiendo en reducir á do» clases sola- 
mente los jueces Nacionales. Tal fué la solución 
que ofreció el Presidente de los Estados Unidos, y que 
nosotros juzgamos amoldada á la índole de la Repú- 
blica Argentina; en otros' términos, opinamos que bas- 
tan solo dos clases de Tribunales para la administración 
de la justicia fede,ral. A este efecto hubiera con- 
venido conferir á los jueces de sección todas las atri- 
buciones correspondiente á los de Distrito. (1) 

Los juzgados estraordinarios de Distrito desempeñan, 
en la Union Americana, las funciones que a nuestro 
entender se adaptarían á los tribunales inferiores de 
nuestra República ; y, mediante una división conve- 
niente del territorio, podrían componerse estos juzga- 
dos de tres vocales, un fiscal, escribano y oficiales 
subalternos ;' ó bien de un juez única, fiscal etc. 

Bajo la hipótesis de esta segunda combinación, las 
apelaciones se habrían elevado á la Corte Suprema, siem- 
pre que la causa diese mérito á ese ú otro recurso. 
Mediante esta organización judicial, hubiéramos prescin- 
dido de la necesidad de establecer un juez de sección 
por lo menos en cada una de las provincias, lo que 
hubiera producido un ahorro de alguna consideración en 
el presupuesto. Según el plan aceptado por el Congreso , 
tendremos 14 jueces de sección, á lo menos: doce de 
distrito, suponiendo que los Tribunales Superiores de 
esta clase sean integrados con tres vocales-; y cinco 
jueces superiores; total 31. Suprimiendo los juzgados 

[\ ) Los Jueces de Distrito según la ley Argentina equivaldrán á los 
de Circuito de la Union Americana. 
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seccionales, y sustituyendo á éstos los distritos de ju- 
risdicción éstraordinariá, tendríamos ' solo 17 ó 20 jueces 
federales, según sea el número de los tribunales su- 
periores de Distrito. En nuestra opinión, hubiera bastado 
por el momento instituir cuatro : 1* al Norte, 2^ al Snd, 
3° al Centro, y el 4® al Este ; inclusas las Provincias de 
Corrientes y Entre-Rios. 

Reducir el personal de los tribunales de la Repú- 
blica,. sin perjudicar á la administración de la Justicia 
Nacional, procurando á la vez dotar decorosamente á 
los Magistrados, equivaldría á integrar los tribunales 
federales con letrados dignos, confiando asi á manos 
seguras el manejo de intereses de importancia suma, 
tanto para la paz interior, como para la consolidación 
de nuestro sistema politice. Lejos de nosotros la mira 
de criticar sistemáticamente la ley del Congreso. Al 
ocuparnos de sus disposiciones; nos anima tan solo el 
anhelo de concurrir, por la insignificante parte que 
nos compete, á la mejor organización de la Justicia 
Nacional. \ . 

, La' instij;ucion de jueces unipersonales, decíamos 
antes de tener conocimiento de ^ la opinión del Con- 
greso, se apoya en muy poderosos motivos: 1® En In- 
g"laterra, la Corte de la Gancilleria, que falla en asun- 
tos de la mayor importancia, se compone de un Can- 
ciller, un Vice-Canciller y un Juez, presidiendo cada 
Vocal separadamente á un juzgado. En la Union Ame- 
ricana, tanto el juez de Distrito como el de Circuito, 
pueden presidir solos á sus juzgados respectivos; 
El primero, por la organización misma del Distrito ; 
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el seg-undo, en casos de impedimento, ó ausencia del 
acompañado. En el juzgado unipersonal, ecsiste res- 
ponsabilidad mas directa, y tal vez mas actividad en 
el despacho. ' 

Insistimos también en la necesidad de instituir 
tribunales federales inferiores, contra una opinión que 
se había manifestado en el seno de la Convención re-- 
visorá de la Constitución en Buenos Aires , indicando 
á la vez la conveniencia de aumentar á cinco el número 
de jueces de la Corte Suprema (1). Sin manifestar pre- 
dilección por la idea de reducir los tribunales federales 
á solo dos clases, creemos deber aconsejar que de- 
jemos á la esperiencia el ^cuidado de señalar las refor^ 
mas sobre esta materia. 

No podemos prescindir de llamar la atención del 
Congreso Argentino sobre las prescripciones del arti- 
culo 21 . C. 3 do la citada ley. — « Las juzgados de 
sección pueden conocer en grado de ^apelacimí de los 
fallos y resoluciones de los juzgados inferiores de Pro- 
vincia , en los casos regidos j^o^^ la ConstiUicimí y le- 
yes Nacionales ^ siempre que el agraviado no prefiera 
ocurrir al juzgado é Trihimal Superior de la Pro- 
rinda, » 

Hubiéramos preferido que en esta parte de la ley 
se hubiese copiado la 'disposición americana. No es 
posible, sin una especie de ofensa al poder judicial de 
una Provincia, dejar á opción del perjudicado el ocur- 

.1) Véase un estracto de una carta nuestra, escrita en 22 de Julio 
del 1862 aLS.»" Senador Velez Sarsfield. (Nación Argentina del 16 de 
Febrero!. 
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rir á un Tribunal inferior federal^ antes de conocer la 
opinión del Tribunal superior ' de una Provincia. Dista- 
ni¿)s de negar que el Congreso pueda hacerlo asi, en 
uso de sus facultades reglamentarias sobre Justicia Na- 
cional; lo que pouemos en duda, es la conveniencia de 
ese desvio de la ley Norte-Americana. Esta ha consi- 
derado oportuno y prudente suspender la ingerencia 
de los tribunales federales, hasta conocer la resolu- 
ción de la justicia local en última instancia. El recurso 
solo tiene lugar sobre sentencia definitiva, ^ espedida 
por los tribunales superiores de los Estados ; y la, 
razón qué se ha tenido en 'vista, es para nosotros de 
mucho peso. En primer lugai», solo después de un auto 
que tenga carácter de cosa juzgada, según las leyes 
de un Estado, es posible percibir si el negocio afecta 
á la ley ó cláusula de carácter nacional. Esta cues- 
tion puede haberse ventilado ó no de una manera di- 
recta en los autos, pero solo puede valorarse el alcance 
de la cuestión misma, después de su fallo definitivo. 
En segundo lugar, la ley americana habla de sentencia 
definitiva en ultimo grado, porque solo en tales circun- 
stancias se puede adquirir la certidumbre de que el 
Poder Judicial de un Estado (no un tribunal inferior) 
ha interpretando mal la Constitución, ó ley de la Uniotí; 
ó bien que ha desobedecido á sus prescripciones. Puede 
muy bien suceder que , antes- de darse un fallo en úl- 
tima instancia, revoque un tribunal supremo de Estado 
la resolución contraria á la Constitución ó ley- Na- 
cional, siendo entonces inútil recurrir a la justicia 
federal. 
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Adviértase también que esta prerrogativa sobre los 
tribunales de Estado, se ha concedido en la Union 
Americana á la Corte Suprema, y no á los juzgados 
de Distrito, equivalentes á nuestros juzga'dos de 

sección. 

Procedimietitos. — Muy acei:tado seria el prohijar 
los principios establecidos en este particular por el 
Congreso- Americano , autorizando á nuestra Corte Su- 
prema para reglamentar ciertos procedimientos, sin per- 
juicio de los disposiciones que adoptase el Congreso 
Argentino, y de la admisión de las prápticas de las 
provincias, en cuanto compatibles fuesen con las dis- 
posiciones legislativas , ó las que pudiere ulterior- 
mente dictar nuestra Corte Suprema. 

Siendo atribución del Congreso- Argentino promoved 
la reforma y la unidad de la 'legislación en todos sus ra- 
mos, debe resultar pl)r el hecho mismo una superioridad 
positiva de nuestros tribunales sobre los de los Estados- 
Unidos, si se atiende á los incalculables embarazos que 
ofrece la diversidad de legislaciones de la Union, y, las 
prácticas de los tribunales de mas de treinta Estados 
independientes. Las mismas disposiciones del Congreso 
Americano requieren una revisión y consolidación me- 
tódica , que facilite al magistrado sus tareas , y haga 
conocer al pueblo sus derechos y deberes. {Mensage 
de 1861). 

Una de las mas ventajosas reformas que podriamos 
introducir en nuestro país, seria la de reducir la trami- 
tación escrita, sustituyéndole el procedimiento oral. 

No seria menos oportuna la abolición del rodaje 
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inútil de los relatores, ecsigiendo de los jueces que 
desempeñasen alternativamente esta función, ó bien 
requiriendo un estracto impreso de las causas. La prueba 
debería tener lugar, no por comisión á escribanos, 
sino por ecsámen . verificado ante un juez por los rehr 
pectivos abogados ; y el mismo sistema probatorio "de- \ 
mandaria una revisión destinada á eliminar incapacidades 
y reglas que obstan, al descubrimiento de la verdad. 
En una palabra, convendria aumentar la publicidad 
del debate, abrogando cuanto pudiera oponerse á la 
brevedad y economia de la justicia. — A la ^Provincia de 
Buenos Aires, que entre mil titules á la consideración de 
las demás cabe el honor de haber iniciado la reforma 
de los códigos Argentinos, competería continuar en 
esa senda progresista, dictando el civil y criminal, 
como también los de procedimientos; imitando al Es- 
tado de Nueva-York, cuyo impulso en reformas legis- 
lativas sifi:en otros de la Unión-Americana. 

Igualmente convendria á nuestra República colmar 
un vacio de la legislación americana , en lo tocante al 
enjuiciamiento de los funcionarios nacionales. La ad- 
misión de demandas deducidas por particulares contra 
las provincias, no se hallan esceptuadas de la com- 
petencia de los jueces de la Nación-Argentina, como 
sucede en Norte- América por la enmienda 11™* de la 
Constitución, siendo ésta otra mejora sobre el testo que 
nos ha servido de modelo. Semejante ti*adicion feudal 
desdice en efecto de los principios democráticos. 

Otro nuevo pasO^ en favor de la independencia de 
los poderes constituidos, estriba en el sometimiento de 
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las cuestiones contencioso-administrativas á sus jueces 
naturales. - 

Es de esperar que una ley determine y esplique 
la naturaleza, y reglamente el egercicío de esta atri- 
feucion tan delicada como importante á la independencia 
de los poderes, y á las garantias particulares. 

La institución que ardientemente deseamos ver in- 
troducida en la República, es la del jurado en lo cri- 
minal. En pos de larg*as y reiteradas observaciones, ^ 
nos -cabe la convicción de asegurar que por el momento 
seria inoportuna su adopción. La materia merece una 
atención especial, y vamos á consagrársela. 



CAPITULO VI. * 



Del Jurado. 



Jurado Civil. — Los Norte-Americanos recibieron 
esta institución como elemento integrante del derecho 
consuetudinario de la metrópoli. Tal fué la veneración 
tributada á este sistema de procedimientos, que as- 
cendió al rango de garantia constitucional, tanto en 
la Nación como en los Estados. 

El jurado debió ser aceptado por los Tribunales de 
la Union, no solo porque conocian en causas de dere- 
cho común , sino también porque asi se armonizaba el 
procedimiento de las Cortes Federales, con el que re- 
gia á las locales ; de modo que esta institución llegó 
á funcionar en materia civil y. criminal ante las Cor- 
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tes de Distrito y de Circuito, en causas de derecho 
consuetudinario, siempre que el valor del pleito esce- 
diese á veinte dollars. 

No interviene el jurado en las causas de Almiran- 
tazgo y Jurisdicción Marítima, pero á los jueces cabe 
dereclio de aceptar su intervención aun en éstas , si 
oportuno lo juzgasen. Los hechos pobadós y fallados 
por el Tribunal en cuestión, no pueden ser revisa- 
dos por otro; y asi no es de estrañar que la Corte- 
Suprema resuelva las apelaciones deducidas en este 
g'énero de causas , sin intervención de jueces popu- 
lares. " 

El jurado es juez de los hechos, y la decisión del de- 
recho corresponde al magistrado. Las condiciones re- 
queridas para integrar el citado Tribunal, varian de 
Estado á Estado. La formación de las listas se confia 
á Agentes del pueblo denominados select-men , trus- 
tees , sheriffs , ó supervisor^. 

En Nueva- York y Filadelfia, cabe derecho á los 
ciudadanos de rehusar el beneficio del jurado , tratándose 
de obligaciones; siendo necesaria la venia de la Corte 
para acciones que tuvieren otro origen. Según el código 
de procedimientos de Nueva- York , puede renunciarse 
al jurado ; 

V Por no comparecer las partes; 
2° Por desistimiento verbal ó escrito. 

Obsérvase frecuentemente la renuncia en aquellos 
Estados que aceptan la elección de los jueces por su- 
frajio popular, siempre^ que se trate de .causas en que 
promedia prueba instrumental, ó se ventilan puntos 
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de derecho abstracto. Mediante la renuncia del jurado, 
decide el juez en lo tocante al hecho y al derecho. 
En algunos casos, someten sus diferencias las partes 
á ciertos individuos denominados referees^ que vienen 
á ser especies de arbitros, cujo fallo es apelable. 

La legislación de Pensilvaiiia ecsige al jurado las 
mismas calidades que al elector, y fija anualmente el 
número de los que deben servir en las Cortes de los 
Condados» 

El sheriff y el escribano de cada Corte insaculan 
veinte y siete de los anualmente electos, treinta dias 
antes de la apertura de las sesiones; Los quince pri- 
meros resultantes presiden al jurado de acusación ; 
los demás son jueces del de resolución, y su compe- 
tencia abraza las causas civiles y criminales. 

Vamos á dar una idea del procedimiento de esta 
institución: puesta una causa en estado de prueba, 
espide el Juez un auto de citación {venire fascias) , 
ordenando al sheriff haga comparecer á los jurados el 
primer dia del término de la sesión. Este auto se di- 
ligencia con diez dias de intervalo. Doce jurados for- 
man tribunal, y si no se hallase completo su número el 
dia de la audiencia , lo integra el sheriff con cualquiera 
de los circunstantes ú otras j)ersonas á su elección. 
Los jurados suplentes se denominan talesmen (1). For- 
mado el Tribunal, pueden recusar las partes dos ju- 
rados sin espresion de causa, y con ella cuantos les 



(I ) No sin fundamento se ha criticado la elección por el sheriff, y se- 
ria preferible que, al hacer la lista, se designasen los suplentes. 
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plazca, decidiendo el juez sobre la admisión del re- 
curso ^(1). 

Integrado el Tribunal, hace su defensa el abogado 
mas moderno, replica el contrario, y se procede al 
ecsámen de testigos, y á la producción de pruebas. 
En los casos en que se ecsaminan testigos, los abogados 
preguntan y repreguntan á los suyos y ájos del con- 
trario, con el objeto de precisar el hecho y el dere- 
cho. Durante el ecsámen, tanto el juez de derecho, 
como los jurados, mediante venia del majistrado, pue- 
den proponer al testigo cuantas cuestiones consideren 
oportunas ; y á las partes mismas cabe derecho de 
pedir que el declarante se esplique sobre puntos os- 
curos, li omitidos en su esposicion. Terminada la 
prueba del actor, . presenta el demandado su contra- 
prueba, siguiéndose un procedimiento igual al espuésto. 
Si carece «^ de prueba el demandado, concluye para de- 
finitiva. 

Toda la estación del pj'ocedimiento probatorio la 
dirige el juez presidente, cuya opinión es decisiva so- 
bre cualquiera de los incidentes que surjan. Al pres- 
tarse las declaraciones, tomajiota el majistrado, recha- 

(2) Las causales para la recusación consisten: i* en hallarse, entre 
los miembros componentes del jurado," un individuo encausado y de- 
clarado reo de delito grave ; 2° cuando tiene interés en la causa ; 3** cuan- 
do ha sido arbitro ó jurado en causa análoga; 4*^ si tiene parentesco 
con alguna de las partes; 5° por la dependencia que acarrea la condi- 
ción servil, ú otra, semejante ; 6° por ignorancia del idioma; 7° por ser 
testigo y citado como tal. En una palabra, cualquier causal que obste á 
la ciencia é imparcialidad necesarias en el juez. La recusación puede 
dirigirse á la forma de la elección, ó á la persona del jurado. (Chal- 
lenge to the polis ; challenge to thc arrwy. Burrill's Law Dictionary). 
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Kando toda pregunta como también articulación imper- 
tenen^te, ó redundante; y por ultimo concreta. la prueba 
producida para que puedan formar su conciencia los 
jurados, cuya atención reclama sobre los puntos mas 
importantes. Asimismo, les esplica minuciosamente las 
proposiciones que deben fallar, ilustrando el efecto ju- 
ridico que debe producir el ver.edicto espedido de una 
ü otra manera. Concluido el resumen, se retira á de- 
liberar el jurado , y espide al fin su veredicto , 
efectuándolo sobre tablas sino cree indispensable la 
deliberación. Para espedir aquel, solo debe considerar 
el hecbo principal, siendo agena de su competencia, 
toda cuestión estraña. Asi pues, es regla general en 
esta clase de juicios , que los litigantes deban concre- 
tarse á fijar lo sustancial de las cuestiones, sin cuya 
circunstancia se baria interminable el litijio. 

El veredicto es general ó especial, importando el 
primero una declaración esplicita, y ocurriendo el se- 
gundo cuando manifiesta el jurado que se halla con- 
vencido en lo tocante á los hechos , si bien ignora el 
efecto legal que pueda producir la decisión. En este 
caso somete su duda al juez., en lo que afecta al de- 
recho. 

Dos recursos quedan abiertos á cualquiera de las 
partes que se considerase agraviada por el fallo re- 
lativo á los incidentes juridicos que surjan durante 
la tramitación, como igualmente en lo tocante á la 
apreciación ó resumen que hace el presidente al 
jurado. 

1^ Llamar la atención del magistrado respecto 



^ 
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á las objeciones á que se. presta su dictamen, y peJír 
convocación de nuevo jurado {new triol) , en el caso 
de denegarse el recurso; 

2° Oponer un bill.of exceptions, que se reduce á 
solicitar, una revocatoria, con reserva de apelación, ó 
nulidad. 

En ningama causa se permite mas de un nuevo 
jurado, á menos que se anule el anterior. Salvo el 
caso de un MU of exceptions ^ debe apoyarse el re- 
curso : 

V En que la Corte ha ilustrado mal al jurado, 
y que el veredicto es contra prohata ; 

2^ En que la prueba ha sido deficiente; 

3° En que la condenación es escesiva; 

4^ En la aparición de un nuevo hecho que pro- 
bado, habria cambiado el veredicto. 

Algunas veces el auto de reposición {venire fascias 
de novo) surte un efecto análogo. El primer veredicto 
se anula, y la causa vuelve á su principio. 

El procedimiento por jurados ante las Cortes-Na- 
cionales se halla sometido, por lo general, á los trá- 
mites que rigen en los tribunales de los Estados en 
que funcionan las Cortes de Distrito ó de Circuito. 

Conceptuamos suficiente la reseña espuesta, rela- 
tivamente al jurado civil. Ocupémonos ahora del sis- 
tema considerado en teoría. 

Según la observación oportuna de M. de Tocque- 
ville, merece considerarse el jurado bajo dos pun- 
tos de vista muy distintos : como institución politica , 
y como institución judicial , si bien su verdadera im- 



s. 
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portancia consiste en servir de resorte democrático. 
En efecto , el jurado enseña diariamente al ciudadano 
americano cuales j3on sus derechos, como igualmente 
la manera de custodiarlos, volviendo tangible la idea 
de ley y de gobierno. Asi no titubeamos en asegurar 
que semejante sistema es acreedor á lodo encomio. 

Ahora bien, si esta institución es tan benéfica á 
los litigantes como á los jurados, en otros .términos 
si como institución judicial en su aplicación á las 
cuestiones civiles y comerciales es tan fructuosa 
como en las politicas , es cuestión que no osamos sos- 
tener afirmativamente. Ello es* cierto, que, desde al- 
gunos años á esta parte , hemos visto menguar visi- 
blemente el entusiasmo de los jurisconsultos ingleses 
y americanos eli favor del jurado civil (1); al paso 
que se notan modificaciones trascendentes operadas por 
la legislación de ambos paises , en esta parte del de- 
recho. En la América del Norte, la administración 
de justicia bajo el sistema de jurados, ha sentido ne- 
cesidad de reformas, que solo en parte han podido 
realizarse. En las ciudades populosas no escasean va- 
gamundos y gentes desconceptuadas, prontas á fun- 
cionar en esta clase de tribunal ; y asi no es -de es- 
trañar la apatía que manifestan las personas honradas 
y competentes cuando les incumbe desempeñar el oficio 
de jueces, apatia favorablemente ácojida por los ma- 

(1 ) El siguiente dato estadistico confirma nuestra acercion : de 
tres mil espedientes resueltos en las Cortes de condado en Inglaterra 
en 1846 , solo tres se sometieron al jurado; y solo 67 de las 428S resuel- 
tas en la misma fecha por la Corte de marina de Nueva York. 
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gistrado& que, bajo el mas frivolo pretesto, las e,cáimen 
de ese deber. 

No obstante, es preciso reconooír que 'semejante 
causa no basta á proscribir la institución. La unani- 
midad del veredicto, condición indispensable para la 
validen del fallo, da margen al nombramiento de nue- 
vos jugados {neíú triáis), en menoscabo de la justicia; 
si bien tie:ne' otras ventajas indisputables que prefe- 
rimos á la convicción moral requerida al jurado en 
Francia, en lo criminal. Los jurisconsultos Americanos 
no están de acuerdo en reconocer al juíado como solo 
juez de los hechos. Para que pueda enterarse sufi- 
cientemente el tribunal sobre las complicadas cues- 
tiones en qiib debe espedirse, importa que condensen 
Iqs abogados el caso en proposiciones simples, em- 
presa mas ardua de lo que á primera vista parece. 
La incertidumbre del veredicto, las pasiones de todo 
género, la mayor ó menor competencia de los miem- 
bros para fallar unánimes, todo influye perniciosa- 
mente en la decisión, y aun en la moralidad del foro. 
Asi, en los Estados Unidos, recurren muchos aboga- 
dos á toda clase de ardides, no retrocediendo ante medio 
alguno para hacer triunfar su causa ; conducta se- 
guramente reprehensible, si bien esplicable si se con- 
sidera que, aun mas que en las criminales, se ve^ es- 
puesto el jurado, en las causas civiles, á frustrar los 
objetos que debe proponerse la mejor administración 
de justicia. En las primeras , la carencia de una ley 
en nada complica la sentencia , y la causa termina por 
la absolución del procesado; mas no sucede asi en liti- 
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gios civiles ó comerciales, en que, á falta de testo, me- 
dian interpretaciones jurídicas j doctrinas suplentes, 
que pueden guiar -al magistrado, si bien desorientan á 
hombres estrafios á las nociones elementales del de- 
recho. Si no hubiese ley espresá en una causa civil, 
la parte se éspondria á ser rechazada de los Tribu- 
nales, apesar de la justicia que' le asistiese. Las causan 
civiles y- criminales ofrecen, por otra parte, una dife- 
rencia muy pronunciada en lo tocante al procedimien- 
to. En unas el juez parte del derecho al hecho,- en 
otras es inverso el camino. Ahora bien, siendo impo- 
sible que en todas las causas medie^ am hecho que 
comprobar, y no ecsistiendo, ni pudiendo ecsistir mo- 
ralmente una ley para cada caso determinado, debe 
re.sultar no poco embarazo para el juez que debe cla- 
sificar el hecho. . 

¡Cuánta sagacidad, cuánta esperíencia forense, cuán- 
tas nociones cientificas, requieren el descubrimiento 
y la clasificación de los hechos , en un ^an número 
de causas! Díganlo los jurisconsultos mas espertes. 

Seguramente, no menos que el de la Madre-:Patria, 
el pueblo Americano sé distingue por un tacto raro 
en la práctica de los neg-ocios que se Je encomiendan. 

Pocos paises en efecto cuentan con una instrucción 
mas general; pero apesar de estas condiciones, el 
jurado civil deja mucho que desear como institución 
judicial. Es dificil salir de este dilema : ó el juez se 
halla encadenado á un sistema jurídico celoso de su 
"influencia, y obra el jurado con una libertad perjudi- 
cial á los derechos privados; ó bien el magistrado 
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eg\erce una preponderancia ecsesiva sobre el ánimo del 
tribunal. 

De cualquier modo que se considere al jurado 
civil, no titubeamos en asegurar que es incompatible 
con la Índole de nuestro derecho una institución que, 
prescindiendo de la Gran-Bretaña y su antigua colonia, 
no vemos aclimatada en legislación alguna. 

Jurado en lo Criminal. — La falta de una disposición 
espresa que custodiase el juicio por jurados, motivó una 
fuerte oposición en las Estados contra la adopción de 
la Constitución nacional. Las enmiendas 6® y 7^ ten- 
dieron á colmar ese vacio. 

El jurado actuaL dista mucho de lo que fué en su 
origen, si bien es indudable que en todo' tiempo ha 
representado una garantía política, destinada á conte- 
ner la influencia abusiva de Tos gobiernos, en lo to- 
canté" á la independencia judicial, y goze de las dere- 
chos civiles y politices. 

Seg'un la opinión mas recibida, debió funcionar esta 
institución en las causas civiles anteriormente á las 
criminales. 

La organización peculiar de la sociedad normanda, 
esplica áu introducción en los Tribunales como baluarte 
de la própriedad individual, baluarte mas' seguro que 
el debir amparo que ofrecia una magistratura depen- 
diente de la Corona, y. poco escrupulosa en materia 
de dominio privado. No había en aquéllos tieiíipos pro- 
pietario que, apesar de su respeto por la persona del 
Monarca, como soberano inmediato, no .se viese, es- 
puesto, bajo pretestos diversos, á espoliaciones fre- 
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cuentes, tropelías continuas y vejámenes sugeridos 
por la codicia feudal. 

Por otra parte, el regio patrimonio se acrecentaba 
por me<lio de confiscaciones que recaian tanto en las 
cuestiones civiles, como en las criminales. Tal fué 
probablemente el origen del sistema de jurados, cuyo 
primordial objeto consistió én asegurarla justicia para 
todos, con independencia de los reyes y de la aristo- 
cracia. Asi, en esta institución reposan la inviolabili- 
dad del domicilio, de la propriedad, del pensamitoto, 
de la conciencia, en una palabra todas las garantías 
políticas y civiles de que se engríe la raza sajona. 

Demasiado valoraban herencia tan preciosa los an- 
tig'uos colonos, para dejar de inscribirla en el nuevo 
contrato social, organizado después de la emancipación. 
No obstante, las ideas democráticas nacidas déla lu- 
cha con la Metrópoli, debieron modificar y efectiva- 
mente modificaron el procedimiento por jurados, en 
cuanto fué compatible con el nuevo orden social. Asi, 
nótanse modificaciones importantes entre ambos siste- 
mas, entre, las cuales descuellan la institución de un 
acusador público, y el ensanche dado á las condicio- 
nes que debian revestir los jueces populares. ^De este 
ultimo hecho, surjieron consecuencias graves, que in- 
fluyeron notablemente en la condición de la magistra- 
tura. x\si, en America no ocupa el juez el rango, ni 
disfruta de las consideraciones que se le dispensan en 
Inglaterra. En los Estados Unidos, una democracia 
celosa mira cpn prevención la ingerencia predominante 
de los legistas, aumenta -los tribunales, al paso que 
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limita la duración de los cargos, y entrega el nom- 
bramiento de los jueces al sufrajio popular. En algu-^ 
nos Estados, resérvase el pueblo el derecho de decidir 
las consecuencias jurídicas del hecho, guiado por su 
prevención contra los magistrados (1). La duración del 
cargo de juez se halla limitada del modo siguiente: en 
Pensil vaniaá 15 años; en Nueva Jersey y Nueva York, 
á 8; en la mayor parte de los Estados, á 7; en Vermont, 
á uno. La dotación de los jueces Americanos es insi- 
gnificante, si se la compara á la de los Ing*leses, siendo 
digno de notarse las. pocas garantias de capacidad 
que se requieren de lo/ primeros; « Sorprende (dice 
M. Grimke) lo poco perj udicial que . ha sido en la Union 
la costumbre de nombrar jueces de suficiencia dudosa ; 
pero como esta necesidad ha de durar algún tiempo, 
es preciso remediar sus efectos limitando la duración 
del cargo. » {On free in-stitutions). 

Según la opinión de los mismos jurisconsultos, el 
pueblo no debe habituarse al espectáculo que ofrece 
'un solo hombre decidiendp del -hecho , aplicando el de- 
recho y disponiendo á su antojo de la vida, libertad 
V honor de su's conciudadanos. 

Primitivamente los jurados no pasaban de simples 
testigos que ausiliaban . al magistrado en la investi- 
gación de los delitos. El sistema ingles, como tam- 
bién el Americano, es^tablecen dos Tribunales distintos 
en las causas criminales: el jurado de acusación, y 

i\ ) Las Constituciones de California y de Tennessee ordenan que los 
jueces no podran apreciar los hechos, sino reducirse á recapitularlos y 
espaner la ley á los jurados. 
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él de resolución. Compete al primero declarar sí los 
antecedentes del liecliQ sometido a su ecsámen, dan 
mérito á formación de causa; si se-resuelve afirmativa- 
mente esta cuestión, espide un. auto -haciendo lugar á 
la acusación {pill of indictement).- Si las circustan- 
cias fueran opuestas, se sobresee en la causa. Este auto 
debe ser espedido en el distrito en que sé hubiese 
cometido el hecho criminal, mediante un previo ecsá- 
men (inquest) del delito por el jurado de acusación, 
compitiendo al de resolución k) qué llamariamos el 
jilenario. 

El primero de ambos Tribunales citados es sin 
duda alguna muy favorable al encausado , especial- 
mente cuando se compone de ciudadanos que desem- 
peñan dignamente atribución tan delicada; por^ el con- 
trario, puede ser fatal á la administración de la justi- 
cia penal, si careciesen los miembros componentes de 
la inteligencia y moralidad requeridas. 

En los casos que acabamos de esponer , es tanto 
mas grave la misión de los jurados, cuanto que su 
responsabilidad es meramente moral, y q1 veredicto 
que emiten se halla al abrigo de censura. 

Por otra parte, errado andaria quien confundiese el 
jurado ingles y americano con la cámara de acusación 
francesa. Esta es un tribunal compuesto de pocos jue- 
ces, cuya mayoria falla, debiendo ceñirse á los moti- 
vos de imputación que contiene la inquisición pi*elimi- 
nar, advirtiendo que en la esposicion general se nota 
un tono de parcialidad marcada. 

La cámara francesa se reduce á decidir en términos 
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g^enerales que- bay lugar á la acusación de tal delito, 
entrando lueg-o el ministerio público á formular esta- 
misma acusación, sin sujetarse á las consideracioiies 
de la cámara. Por el contrario, el jurado d.e acusación 
en Inglaterra se compone de muchas personas, doce de 
las cuales ^ por lo menos, deben hallarse unánimes en 
la votación para declarar que hay mérito á la forma- 
ción de causa. Al mismo tiempo recibe un hill de acu- 
sación, sobr£ cuya admisión ó repulsa, decide á mé- 
rito de las. pruebas producidas. -Ademas, los miembros 
que componen el jurado de acusación en las Cortes de 
Assises inglesas se distinguen por "su rango y fortuna, 
al paso que el oficio de jurado en estas mismas Cortes 
confiere tal importancia al que lo ejerce, que nf> es 
de estrañar el ahinco con que se solicita carg-o tan 
honroso. Esta aserción se esplica fácilmente si se con- 
.sidera que, independientemente de la inspección de las 
cárceles que reside en la esfera de sus atribuciones, dis- 
fruta él tribunal citado, mediante su naturaleza judicial 
á la vez y administrativa, del privilejio de dirijir direc- 
tamente al soberano solicitudes sobre varias materias, 
de notorio interés para la localidad en que funcionen. 

Siendo la decisión del jurado de acusación mera- 
mente preparatoria , en otros términos , no envolviendo 
gravamen para definitiva, limitase la facultad de re- 
cusar á la lista en conjunto, sin admitirse recusacio- 
nes individuales ó perentorias. 

La marcha del procedimiento se activa bajo el 
sistema oral, contrastando bajo este punto de vista 
con el sistema escrito, sistema tan- poco favorable al 
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encausado, quien durante dias, y aun meses enteros, 
aguaída inquieto la terminación, del sumario. 

La conducta y tanto del tribun^il como del acusador 
en la Union- Americana y en su antigua metrópoli, 
merece seguramente el respeto que le tribut^in loa 
jurisconsultos y publicistas estrangeros. 

Hay un principio que domina la juj'isprudencia pe- 
nal en la raza- sgjona : « el encausado se presume 
inocente , mientras no se le pruebe su reato ;- » prin- 
cipio acreedor á todo encomio , y consecuen^cia legiti- 
ma de ese respeto por la libertad y dignidad humanas, 
que constituye el rasgo caracteristico de la Gran Bre- 
taña y su antigua colonia. 

iejos-de formar el sumario indagando por si, ha- 
ciendo los cargos y espidieijido luego la sentencia, 
el juez es un representante desinteresado de la magos- 
tad de las leyes. Mas no podria realizarse este intento 
si le fuese permitido cuestionar directamente al en- 
causado, ó á los testigos , oficio que deja Iq. ley al acu- 
sador y á los defensores; ciñéndose el majistrado á con- 
cretar la prueba, á dirijir la marcha del debate, á 
ilustrar á los jueces en lo que atañe á los hechos, 
bajo reglas establecidas por la ley, y en vista de las 
decisiones recaidas en igualdad de casos. Tampoco 
acarrea al acusado apercibimientos ni penas, un silen- 
cio que como derecho le pertenece. La ley fija de an- 
temano los limites de su acción. al acusador, á quien 
incumbe como actor la prueba de los cargos, sin olvi- 
dar que tiene delante de si á un hombre digno de con- 
miseración y respeto. 
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En América,, el acusador, y el acusado piieden 
apoyarse en indicios ó presunciones {circvmstantial 
evidencé), no siendo necesaria la prueba testimonial, 
salvo los casos de homicidio, en los cuales debe hal- 
larse justificado el cuerpo del delito, de un modo abso- 
luto y directo, Agregúese- á lo espuesto, que la acu- 
sación debe aislarse al hecho principal, esto es, á la 
materia del proceso, sin aventurar prueba determinada 
en lo concerniente al carácter , hábitos ó antecedentes 
del encausado , con el fin malévolo de prevenir desfa- 
vorablemente al jurado contra el reo , p\idiendo éste 
invocar estas circunstancias en ventaja propia; circuns- 
tancias que deben cooperar en su favor mientras 
el acusador no las destruya con pruebas positivas que 
militen en sentido opuesto. 

Hemos dicho , que no puede este mismo acusador 
ecsaminar al encausado , a quien no cabe obligación de 
confesar el delito que le imputan. En caso contrario, 
podría el jurado otorgar la restitución, bastando á este 
efecto la mas leve duda que le cupiese sobre la es- 
pontaneidad del acto. El carácter del pueblo Ameri- 
cano contribuye á atenuar en la práctica los inconve- 
nientes que. ofrece la constitución democrática del ju- 
rado. Los funestos efectos de esta institución bajo el 
punto de vista judicial, han entibiado no poco el celo 
de personas tan . sensatas como competentes , quie- 
nes en el dia distan mucho de alucinarse bajo este 
punto de vista. Los reiterados abusos de los jueces 
populares han inducido á los legisladores a zanjar 
la dificultad can écsito mas ó menos feliz, sea otor- 
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gando con toda amplitud las recusaciones, sea sumi- 
nistrando medios de anular los veredictos, .sea invis- 
tiendo al majistrado con mas latos poderes de fiscaliza- 
ción , ó de intervención en el procedimiento ; pero como 
cada Estado se gobierna de por si, es dificil evitar 
inconvenientes gravisimos, ijue forzosamente acarrean 
tantas y tan diversas lejislaciones autonómicas. 

Bajo el punto de vista politice, ello es cierto que 
el jurado complementa un sistema de instituciones que 
simultánea y combinadamente concurren á .afianzar 
al gobierno popular ; y no titubeamos en asegurar que 
esta sola consideración hará que, en los Estados- 
Unidos, continué prevaleciendo esta clase de tribunales, 
de preferencia á otro -sistema juridico, tal vez mas 
perfecto. • 

Por otra, parte , el espiritu legal de los Americanos , 
su criterio práctico , la difusión general de la educación 
primaria, y la animación politica que reina en todos 
las clases, todo poderosamente contribuye para arrai- 
gar una institución ijue naturalmente se amolda al 
carácter nacional. Poco sensibles á los halagos de la 
elocuencia forense, los ciudadanos de la Union saben 
valorar los peligros de una indulgencia intempestiva , 
y evitar las consecuencias de la impunidad del crimen. 
La unanimidad del veredicto, ecsijido como condición 
indispensable al jurado, tanto en lo civil como en lo 
criminal, produce mejores resultados en este último 
género de causas, que el sistema del voto de la mayo- 
ría de los jueces. 

Por último, la Índole dé la legislación penal, las 




— 9! — 

reglas probatorias y la amplitud concedida á los ju- 
rados para averiguar la verdad, completan el cuadro 
que deben tener á la vista los que deseen investigar 
los medios de prohijar con resultado feliz* en nuestra 
patria, institución tan benéfica. 

En nuestro concepto , su adopción reclamaria im- 
periosamente ciertas condiciones indispensables : 

V La reforma del código penal y de los proce- 
dimientos. 

2^ La división territorial, convenientemente arre- 
glada para facilitar los beneficios del jurado. . 

. 3** La institución de un sistema municipal , des- 
tinado á facilitar la educación politica del pueblo en el 
manejo de sus propios intereses. 

4° La educación é instrucción diseminada en todo 
el territorio Argentino. 

5° Una elección acertada entre los diversos siste- 
mas relativos á este genero de procedimientos. 

Pretender alcanzar un écsito brillante, sin mas es- 
fuerzo que el de dictar una buena ley de jurados, 
equivaldria á imitar á la República Mejicana al repro- 
ducir la Constitución de los Estados Unidos en 1824; 
ó á la de Guatemala, intentando apropriarse el có- 
digo penal y de procedimientos de la Luisiana. 

V Reforma ¿e nuestra legislación penal, — La 
República Argentina debe armonizar sus- leyes penales 
con los elevados principios contenidos en la Constitu- 
ción Nacional. Los jurisconsultos Argentinos no pue- 
den menos de reconocer que nuestro derecho privado 
se resiente en demasia del espiritu colonial, y que no 
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se* han emaiicipado aun los tribunales de^ doctrinas 
añejas, formuladas por escritores casi contemporáneos 
de la conquista. Sin pretender negar muchas y ec- 
celentes reformas parciales introducidas en los proce- 
dimientos criminiales, estamos muy lejos de los pro- 
gresos verificados por el derecho penal de pueblos que 
seguramente no nos aventajan en espiritu liberal y 
educación . politica. 

2** División territorial, — Esta se halla ligada 
intimamente a la condición topográfica de una región , 
guardando estrechos vínculos con la industria, costum- 
bres, población y otros datos estadisticos. Mediante una 
división adecuada del territorio, se facilitará notable- 
mente el medio de fallar las causas criminales en el 
lugar del delito, consultando asimíismo tanto el interés 
del reo como el de los testigos, y acelerando el 
castigo para escarmiento del criminal. 

3° Orgcmizacimí muni(íípaL — Sin un municipio 
activo é independiente, nominales serán la educación 
politica del pueblo, y su interés por la República. Es- 
cuela primaria de las democracias, combate el muni- 
cipio el indiferentismo, plaga funesta que paraliza la 
fibra politica de las naciones, cuya sola esperanza se 
funda en la iniciativa de la autoridad. 

En los Estados Unidos, el municipio es la institución 
mas importante, cuya organización enérgica é in- 
dependiente contribuye, con las mayor eficacia, á la 
realidad de la vida detliocrática. El condado, ó parro- 
quia es el centro comunal; la ley su único superior, 
y sus intérpretes los jueces. Los ejecutores naturales 
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de las disposiciones que afectaír intereses del munici- 
pio, son los empleados de este mismo, cuyo nombra- 
miento procede directamente -4el pueblo. A los jueces 
de paz, igualmente oriundos del sufragio popular, 
compete el cargo de la conservación del orden público, 
y de la egecucion de las leyes. De los tribunales lo- 
cales depende la decisión de toda cuestión nacida de 
impuestos, toda contienda relativa á espropiacion por 
utilidad publica, ó sobre validez de las elecciones; todo 
abuso ó negligencia de los empleados municipales, 
quienes , bajo la denominación de misSemeanors , son 
responsables criminalmente de su conducta, ante un 
tribunal periódicamente reunido^ para atender las quejas 
y reclamos que se suscitasen por el abuso que pudieren 
cometer egerciendo sus funciones, 

4° ílducacion é instrucción popdar. — Las par- 
tidas mas considerables del , presupuesto en los Esta- 
dos^ Unidos, se aplican á la educación pública. En el 
Estado de Massacbussetts , absorve la cuarta parte de 
los gastos este precioso ramo, la tercia en el reducido 
Estado de Maine, y mas de un millón de dollars en 
el de Nueva York. El voto de estos fondos es muni- 
cipal, fijando la cifra del impuesto los habitantes, ci- 
fra que diariamente aumenta con beneplácito de los. 
contribuyentes. Los barrios compiten entre si, por la 
mejor escuela, cuya inspección es un titulo de ho- 
nor que se disputan á porfía les ciudadanos mas ben- 
méritos, en termino^ de renunciar al efecto á la se- 
naduria de la Nación, y otras dignidades opimas. Esta 
rivalidad entusiasta no debe sorprender, si se considera 
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que la fuerza real de la democracia estriba en una lu^ 
cha perenne contra la ignorancia, y un combate sin 
tregua contra las tinieblas. Harto nos consta tan 
amarga verdad á' nosotros Argentinos, cuya memoria 
oprime el recuerdo de gobiernos aciagos, que aletar- 
garon los ánimos, inocularon egemplos funestos, re-, 
trogradaron el advenimiento de las mas benéficas ins- 
tituciones, y transmitieron la mas calamitosa herencia 
á sus succesores políticos. 

El indeferentismo del pueblo en el uso de sus de- 
rechos electorales, no solo en lo que se refiere al 
municipio sino en lo relativo á la legislatura y nom- 
bramiento de funcionarios , reconoce por causa inme- 
diata la usurpación de la autoridad en la esfera de la 
soberania popular, no menos que la falta de convic- 
ción sobre la importancia de tan augustas prerrog*ati- 
vas. La enervación del espirítu público es también 
una consecuencia de la ignorancia, de algunos ciuda- 
danos sobre sus verdaderos intereses, sin esceptuar 
los que mas de cerca conciernen al vecindario. 

La afición á leer escritos politices, y la infatuación 
por tal acontecimiento, ó personage, de ningún modo 
arguyen la educación é instrucción que requiere un 
gobierno popular , coxno tampoco - el tino y madurez 
que ecsije en su desempeño la función del jurado. 

El indeferentismo puede ser eficazmente combatido, 
como también el fanatismo su escollo opuesto, desde 
el momento en que las promesas constitucionales 
lleguen á formar hechos apoyados en larga esperien- 
cia, cuando se comprendan debidamente la natura- 
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leza y objeto de ciertas instituciones, y lleguen á pe- 
netrarse todos los ciudadanos de que en sus esfuerzos 
simultáneos reside la conservación de intereses pre- 
ciosos , destinados á aseguraí el bienestar presente y 
futuro, á que lejitimamente aspiran los habitantes del 
suelo Argentino. -El pueblo entrará á participar del 
gobierno propio en la administración judicial, cuando se 
sienta bastante fuerte pajra efectuarlo de por si; incum- 
biendo entretanto á cuantos profesan un sincero amor 
por la patria , el deber de facilitar este gran resultado. 

Incompleta liubiera sido nuestra reseña sobre el 
jurado, si, por lo espuesto, se coligiese la idea de que 
esta noble institución constituye el patrimonio esclu- 
sivo de la raza sajona. No, el jurado es de todos los 
paises en que puede medrar espontáneamente la li- 
bertad; pero es preciso preparar la tierra, y estudiar 
las condicionas climatéricas, antes de introducir esta 
planta benéfica. 

Elección del sistema. — Diverso es el procedi- 
miento adoptado en Inglaterra, Escocia, Estados Uni- 
dos y Francia. Ninguno puede, tal vez, intitularse 
perfecto ; y seguramente , la importancia de cada uno 
varia según las condiciones sociales; pero, coíno la 
cuestión de forma egerce una influencia tan poderosa 
en el écsito de las instituciones, hemos juzgado opor- 
tuno incluir esta misma forma en el número de las 
condiciones requeridas para ia adopción del jurado en 
nuestro país. 

¿Cómo debe verificarse la elección, y cuales son 
las condiciones ecsijibles de los electos? 
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Una vez efectuada la elección , ¿ de que mítnera , j á 
quienes debe confiarse la espurgacion de las liistas? 

¿Convendrá acaso un jurado especial para deter- 
minada clase de delitos? 

-¿Resultará el veredicto de pruebas especiales, de- 
terminadas al efecto por la ley, ó bastará la convic- 
ción formada sobre el conjunto de la causa ? ¿ De que 
manera se formularan las cuestiones que al tribunal 
se sometan? ¿Será secreto ó publico el voto de los 
jurados? 

Todas estas cuestiones deberían resolverse, entre 
otras,' al discutir la ley orgánica del procedimiento 
que^ forma el objeto de las páginas precedentes. 



CAPITULO VIL 

Distribución del Poder Judicial Nacional^ según las Constituciones 

y leyes Americanas y Argentinas. 

» 

Dispone la Constitución Argentina que « en los 
casos que nazcan de, la Constitución, leyes y tratados, 
en las causas de Almirantazgo y jurisdicción maritinía, 
y en los negocios en que la Nación sea parte, la Su- 
prema Corte ejercerá jurisdicción por apelación ; pero 
que esta será originaria y privativa, siempre que se 
trate de causas concernientes á embajadores, minis- 
trps públicos y cónsules estrangeros, y en los que al- 
guna provincia sea parte. » (C. 2 Secc. 3 art. 100 

y 101). 
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Las limitaciones contenidas en el último articulo, 
resuelven terminantemente una cuestión solbre la cual 
fluctuaron no poco los jurisconsultos de la Corte-Su- 
prema de la Union. Si bien la opinión mas recibida 
es que , tratándose ie causas que por la calidad de 
las partes corresponden ala jurisdicción del tribunal 
Supremo, debe ser ésta privativa, ello es también 
cierto que diversos fallos contradictorios d^jan lugar 
á una duda que disipa nuestra Constitución. . 

Resulta del articulo 101, que, cuando surjan causas 
relativas á agentes públicos, ó á cónsules estran- 
geros , competerá privativamente el conocimiento de las 
mismas causas- al tribunal citado, como igualmente, 
en todos las cuestiones en que intervenga una ^Pro- 
vincia. 

No obstante, el ejercicio de la jurisdicción origi- 
naria, no escluye á la Corte-Suprema como tribunal 
de apelación. Siempre que corresponda á ésta el cono- 
cimiento de la causa por la calidad de las partes, y que 
un tribunal federal inferior fuese también competente 
sobre la contienda, por la naturaleza de la cuestión, 
la primera circunstancia (la calidad de la parte) no se 
opone al ejercicio de la segunda. Supongamos que un 
Estado sea parte en una contienda iniciada en otro tri- 
bunal que no sea la Suprema Corte; supongamos tam- 
bién que, en la cuestión referida surja una discusión 
procedente de la Constitución, de las leyes, ó de los 
tratados Nacionales. En estas circunstancias, la Corte 
Suprema podrá ejercer jurisdicción apelada, efecto de 
la naturaleza de la causa, sin que pueda obstar la 
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calidad de la parte. Fundado en semejante interpreta- 
ción, se espresaba del siguiente modo, el Presidente 
Marsliall. 

« La Constitución confiere á la Corte-Suprema, 
» jurisdicción originaria eñ determinados casos, y ape- 
» lada en otros. Incluye en estos últimos las proce- 
» dentes de la Constitución, y ieyes de los Estados- 
» Unidos. Ambos principios son igualmente obligato- 
» rios, y acreedores al mismo respeto. Si interviene 
» un Estado, orijinaria será la jurisdicción de la Corte; 
» y reciprocamente, será apelada, si la cuestión gira 
» sobre la Constitución,^ ó la ley. Pero también puede 
» ocurrir la circunstancia de que sea parte un Estado 
» tratándose de un caso que estribe en la Constitu- 
» cion ó testo legal : ¿ cual será entonces la regla 
» que convendrá aplicar ? ¿ á qtie deberá ceñirse el 
» deber de la Corte ? No admite duda que los co- 
» natos de ésta deben tender á conciliar el efecto 
» de ambas prescripciones. » {Caso del Cohens v. 
> Virginia). 

En igual caso se hallan las cuestiones que in- 
teresan á los ministros públicos y cónsules estran- 
geros. 

. Estatuye la. ley orgánica de los tribunales federa- 
les, que « egercerá jurisdicción privativa la Corte Su- 
prema , en todas las controversias civiles en que li- 
tigue un Estado, con escepcion de las cuestiones en- 
tre un Estado y sus propios ciudadanos, ciudadanos de 
otros Estados, ó estrangeros, en cuyos casos ejercerá 
jurisdicción orijinaria pero no privativa. » 
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' Igualmente estatuyjS la citada ley, que « egercerá 
el mismo tribunal jurisdicción privativa, tratándose de 
causas, ó procedimientos contra Embajadores, Minis- 
tros ó séquito de éstos, y jurisdicción originaria pero 
no privativa, en las demandas promovidas por los Mi- 
nistros públipos , y en las en que figuren Cónsules 
ó Vice Cónsules. » Septiembre 24 de 1789. 

No carece de ecsactitud la observación que el régi- 
men Constitucional Americano lia procurado llevar 
ante los tribunales federales, á individuos, y no á 
Estados; y que, aun dado caso que violase los dere- 
chos de la Nación un estatuto local, enagenando por 
ejemplo terrenos ya vendidos, el tercer poseedor y no 
el Estado respondería á la demanda. De esta manera 
las leyes locales son atacadas indirectamente. 

Los únicos casos en que las Cortes federales, juz- 
gan á los Estados, son cuando se trata de una con- 
tienda en que estos figuran como parte principal y 
directa en el . juicio. 

Inútil es insistir relativamente al alcance jurídico 
inherente á la palabra parte ; baste decir, que es apli- 
cable tanto al demandante, como al demandado. Asi lo 
entendió la Corte Suprema, decidiendo, en el caso de 
Chrisholm^ que la Constitución la autorizaba á cono- 
cer en las demandas deducidas por ciudadanos de un 
Estado, contra otro Estado de la Union. La enmien- 
da 11™^ vino á abrogar esta porción del poder judicial 
nacional. Los Estados no pueden ser demandados ante 
las Cortes federales por particular alguno. Nuestra 
constitución no ha aceptado tal limitación, y esta es 
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otra discrepancia importante entre nuestro testo políti- 
co y el Americano. 

A esta misma cuestión fee vincula la siguiente — 
¿ Podran ser demandados los Estados Unidos por indi- 
viduos particulares? La respuesta ha sido négtiítivÉt^ 
salvo mediante autorización espresa del Congreso* 
(Caso del Coh&ns v. Virginia. Story Comentarios, 
% 1669). 

La materia depende del poder lejislativo, si bien 
graves inconvenientes se oponen á esta doctrina del 
foro Americano. Según lo afirma el comentador citado, 
la legislación de los Estados Unidos flaquea en esta 
parte, y ofrece pocas garantías á los acreedores del 
gobierno Nacional. Bajo este punto de vista, los fue- 
ros del ciudadano americano, van muy en zaga á los 
del subdito ingles, á quien incumbe dérecbo de deman- 
dar á la corona sin recurrir al parlamento, autorizándolo 
al efecto el hill de derechos , mientras que , en la Amé- 
rica del Norte, el Lejislativo es el único poder que 
pueda dar acceso á una acción cuya eficacia depende 
de la discreción del Congreso. 

En lo concerniente á las demandas que interesan á 
Ministros públicos. Cónsules y Vice-Cónsules, la legis- 
lación Americana difiere de la nuestra, que obedece á la 
prescripción del articulo 101 precedentemente citado. Las 
demandas contra Ministros públicos y su séquito, se- 
gún dispone la ley Americana, son del resorte priva- 
tivo de la Corte Suprema ; pero cuando estas personas 
son demandantes, concurre la jurisdicción superior 
con la de los demás tribunales federales. Las deman- 



das deducidas • contra Cónsules ó Vioe-Cónsules , no 
son del resorte privativo de la Corté Suprema. 



Aqui terminamos el presente ensayo, en el cual 
hemos procurado condensar las doctrinas mas acredi- 
tadas en el foro Americano, valiéndonos de los recursos 
que, independientemente del estudio, nos ha podido su- 
gerir nuestra escasa si bien directa esperiencia. 

Hemos espuesto francamente nuestro sentir tocante 
á la mejor organización de la Justicia Nacional. Mate- 
ria es ésta que ecsigiria limites mas vastos que los 
de un opúsculo. ' , 

Si éste mereciere una acogida favorable, nos sen- 
tiremos estimulados á completarlo en una publicación 
ulterior. 

.Entretanto, no podemos menos.de reclamar la in- 
dulgencia de nuestros Rectores, y formar los mas sin- 
ceros votos por la consolidación del régimen Cons- 
titucional Argentino , cuyo mas firme apoyo estriba en 
el respeto á la autoridad de la ley, confiada en gran 
parte á la integridad , á la ciencia , y al patriotismo de 
la magistratura nacional. 
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